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RESUMEN: La regeneracién urbana en Espafia no se desarrollard sin una infraestruc-
tura legal de calidad que oriente y limite la actividad publica, que proteja los derechos de
los ciudadanos y que establezca cudles son sus obligaciones juridicas. Este trabajo ofrece
algunas reflexiones sobre cudl es el Derecho objetivo vigente en Espafia en materia de reha-
bilitacién, teniendo en cuenta la Ley de Economia Sostenible y otras normas juridicas dictadas
recientemente. Asimismo, considera el reparto de competencias en este dmbito en el marco
de la gobernanza urbana y estudia como se va abriendo paso una visién sistemdtica de los
derechos implicados en la ciudad, aludiendo a algunos derechos involucrados en el &mbito
de la regeneracién a los que tradicionalmente no se ha dedicado especifica atencién.
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ABSTRACT: Urban renewal in Spain will not be developed without a quality legal
infrastructure that guides and limits public activity and protects citizens’ rights and obli-
gations. The study deals with current Spanish law taking into account the Sustainable
Economy Act and other recent regulations. Moreover, the research considers the distri-
bution of powers in that field in accordance with urban governance. It analyzes the new
systemic view of rights in the cities. Several rights involved in the urban renewal which
are usually forgotten are considered here.
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I. INTRODUCCION. REGENERACION URBANA Y MEJORA DE LA
CALIDAD NORMATIVA

La finalidad de estas pdginas es presentar algunas reflexiones sobre las
relaciones entre el Derecho objetivo, esto es el conjunto de normas juridicas
aplicables, y los derechos subjetivos implicados en la rehabilitacién o regene-
racién urbana (1).

La estructura de este documento es como sigue. En primer lugar, en esta
misma seccién que ahora se inicia, analizaremos cémo el Derecho (obijetivo, esto
es el conjunto de normas de aplicacién) es relevante para la regeneracién urbana,
procediendo ante todo a definir ésta de acuerdo con el Derecho vigente (I).

En segundo lugar, abordaremos los niveles de poder con capacidad de inci-
dir en la regulacién y/o gestién de la regeneracién urbana, prestando atencién
a la Ley de Economia Sostenible y otras recientes normas estatales y a modernos
desarrollos autonémicos, como la ley «de barrios» catalana y la ley del derecho
a la vivienda de Catalufia, asi como a su interaccién (ll) (2).

(1) Quien tenga interés en obtener precisiones o una mayor profundizacién sobre parte de
lo aqui expuesto puede acudir a la bibliografia incluida en el apartado VI.

(2) En el momento de proceder a la correccién de las pruebas de imprenta se publica en el
BOE de 5 de abril de 2013 el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, que regula el Plan estatal
de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitacién edificatoria y la regeneracién y renovacién
urbanas 2013-2016 y en el BOE de 27 de junio de 2013 la Lley 8/2013, de 26 de junio, de
rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas.

Por tal razén, estas normas no pueden ser objeto de andlisis en este trabajo, si bien se hard
puntualmente alguna referencia a la mismas.

Un andlisis del proyecto de ley que ha dado lugar a esta norma aprobada puede encontrarse
en ROGER FERNANDEZ, G., «Acotaciones al texto del Proyecto de Ley de Rehabilitacién, Regeneracién
y Renovacién Urbanas: un texto manifiestamente mejorable», Revista de Derecho Urbanistico y Medio
Ambiente, n. 281, abril 2013, pp. 83 a 108.
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Luego, intentaremos argumentar cémo el Derecho, a nivel internacional
y también el espafiol, parece estar en fase de reconocimiento de la expresién
territorial de diversos derechos, que se hacen efectivos en la ciudad, y haremos
referencias al derecho a la vivienda, al derecho a la igualdad, con su corolario
de la mezcla social en las dreas urbanas sometidas a regeneracién, del derecho
a la educacién no segregada (apuntando las conexiones entre alojamiento, equi-
pamientos escolares y espacios urbanos), al papel de los equipamientos religiosos
en relacién con el art. 16 de la Constitucién, a la seguridad urbana y a su papel
en la regeneracién urbana, asi como la conexién entre la rehabilitacién y la
regeneracién con el derecho a un medio ambiente (urbano) adecuado (ll).

La consecucién del derecho a la ciudad mediante la regeneracién urbana
deberd explorar las vias de colaboracién piblico-privado precisas, a las que se
alude en el estudio (IV)

Finalmente, terminaremos el trabajo planteando algunas cuestiones abiertas
para propiciar el debate y la discusién (V).

Empecemos pues, con la relacién entre Derecho y regeneracién urbana.
Una primera cuestidn es la terminolégica. En el dmbito juridico, la expresién
empleada histéricamente en nuestro Derecho ha sido la de «rehabilitacién» (3).
Es el caso, por ejemplo, del art. 9.1 del Texto Refundido de la Ley de suelo
estatal (4) o de los arts. 107 y ss. de la ley de economia sostenible, a los que
luego nos referiremos.

(3) En la legislacién autonémica, por ejemplo, véase el art. 3, apartados g y h, de la Ley
del derecho a la vivienda de Catalufia, que define lo que entiende por rehabilitacién y gran reha-
bilitacién, a los efectos de esta ley:

«g) Rehabilitacién: el conjunto de obras de cardcter general que, sin modificar la configuracién
arquitecténica global de un edificio de viviendas o una vivienda, mejoran su calidad en cuanto a las
condiciones de seguridad, funcionalidad, accesibilidad y eficiencia energética.

h) Gran rehabilitacién: el conjunto de obras que consisten en el derribo de un edificio salvando
Onicamente sus fachadas o constituyen una actuacién global que afecta a la estructura o al uso
general del edificio o vivienda rehabilitados.»

De acuerdo con PoNs, M. y DeL Arco, M.A., Diccionario de Derecho urbanistico y de la
construccién, Comares, 4ta. Edicién, 2006, voz rehabilitacién urbana, Pag. 423, se entiende por
rehabilitacién urbana el «conjunto de actuaciones realizadas sobre edificios, monumentos, barrios o
ciudades, encaminadas a reestablecerlos en su inicial estado y uso», sefialando que «se trata, pues de
reequipar y adecuar la ciudad con la finalidad de elevar la calidad de vida de la poblacién residente
en la misma mediante medidas para la mejora de las condiciones del soporte fisico existente».

(4)  «Art. 9 LS 2008 1. El derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construccio-
nes y edificaciones, comprende, cualquiera que sea la situacién en que se encuentren, los deberes de
dedicarlos a usos que no sean incompatibles con la ordenacién territorial y urbanistica; conservarlos
en las condiciones legales para servir de soporte a dicho uso y, en todo caso, en las de seguridad,
salubridad, accesibilidad y ornato legalmente exigibles; asi como realizar los trabajos de mejora y
rehabilitacién hasta donde alcance el deber legal de conservacién. Este deber constituird el limite
de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios, cuando la Administracién las ordene
por motivos turisticos o culturales, corriendo a cargo de los fondos de ésta las obras que lo rebasen
para obtener mejoras de interés general»
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Sin embargo, el concepto de regeneracién va ganando carta de naturaleza
también en nuestro Derecho, como lo demuestra el art. 17 del Real Decreto-ley
8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de
control del gasto piblico y cancelacién de deudas con empresas y auténomos
contraidas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e
impulso de la rehabilitacién y de simplificacién administrativa (5). En todo caso,
como pone de relieve TEEDOR BiELsA (2011, 236), la legislacién estatal existente
«mantiene (...) una indeseable imprecisién conceptual que puede determinar
regimenes juridicos diferentes y genera, por ello, inseguridad juridica».

A los efectos de este trabajo, de acuerdo con estas definiciones legales,
cuando nos referimos a la regeneracién, lo hacemos a las actuaciones que se
refieren a la rehabilitacién de edificios y a las que incluyen dreas urbanas, pero
nuestro interés se centra en éstas Ultimas y en referencia no sélo a aspectos fisi-
cos, vinculados a la piedra, sino a dmbitos econdmicos, sociales y ambientales,
conectdndola pues con la moderna idea de regeneracién urbana (6).

(5) «Articulo 17. Actuaciones de rehabilitacién.

1. A los efectos de este Real Decreto-ley, el término rehabilitacién engloba las siguientes
actuaciones:

a) Las de conservacién, entendiendo por tales las reparaciones y obras precisas para mantener
un inmueble en las condiciones de habitabilidad, seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato, que
serdn exigibles en los términos establecidos en la legislacién aplicable.

b) Las de mejora, entendiendo por tales, de conformidad con lo dispuesto por el articulo 111 de la
Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible, las que se realicen por motivos turisticos o culturales
o, en general, por mofivos de calidad y sostenibilidad del medio urbano, cuando los inmuebles formen
parte de un plan, programa o instrumento legal de rehabilitacién previamente aprobado, y cuyo fin sea
garantizar la seguridad, salubridad, accesibilidad, reduccién de emisiones e inmisiones contaminantes de
todo tipo y de agua y energia, y, en particular, que se cumplan todos o algunos de los requisitos basicos
relacionados en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién y en el Real
Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Cédigo Técnico de la Edificacién.

c) Las de regeneracién urbana, entendiendo por tales, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
ticulo 110 de la Lley de Economia Sostenible, las que se desarrollen en dmbitos urbanos vulnerables,
obsoletos o degradados, alcanzando tanto a la urbanizacién y a las dotaciones, como a los edificios,
y tengan como finalidad el cumplimiento de los principios de cohesién territorial y social, eficiencia
energética y complejidad funcional al servicio de un medio urbano sostenible. Cuando se refieran
exclusivamente a la rehabilitacién de edificios, estas actuaciones consistirén en realizar las obras
necesarias para lograr los fines propios de las actuaciones de mejora de la calidad y sostenibilidad
del medio urbano a que se refiere la letra anterior.

Tendrdn cardcter integrado cuando articulen medidas sociales, ambientales y econémicas enmar-
cadas en una estrategia municipal global y unitaria, formulada a través del planeamiento urbanistico
o por medio de un instrumento especifico.

2. Las actuaciones de rehabilitacién que afecten solamente a edificios podran incluir también
los espacios comunes privativos vinculados a los mismos.»

(6) En palabras de RoserT P. y Sykes, H., Urban Regeneration, Sage, Londres, 2006, p. 17,
cabe entender la regeneracién como una visién y una accién comprensiva y integrada que conduce a
la resolucién de los problemas urbanos y pretende conseguir mejoras en las condiciones econémicas,
fisicas, sociales y ambientales de un drea que estd siendo transformada.
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El papel del Derecho objetivo en relacién con la regeneracién es, aunque
limitado, nada despreciable. Como es conocido, en el marco de un Estado de
Derecho (art. 1 CE) y en virtud del principio de legalidad (art. 9.3 CE), toda
actuacién piblica requerird de un marco normativo previo, sea ley, en caso de
incidencia, por ejemplo sobre derechos cuya regulacién requiera una norma apro-
bada por los Parlamentos, plan o/y reglamento (en su caso, ordenanza local).

En este sentido, igual que es posible hablar de calidad de la edificacién o
de calidad arquitecténica, es posible referirse, y crecientemente se viene haciendo
asi a nivel europeo, a la calidad normativa o regulatoria y a su mejora (better
regulation) (7). No cabe duda de que mejores normas ayudardn a mejores poli-
ticas poblicas de regeneracién y a la proteccién y efectividad de los diferentes
derechos subjetivos implicados, a los que luego aludiremos.

Los juristas estudiosos de los temas de rehabilitacién urbana han venido
reivindicando desde hace tiempo un mayor cuidado normativo para los temas
de rehabilitacién asi como politicas pdblicas mds decididas en este dmbito (8).
La visién expansionista del urbanismo y las enormes plusvalias generadas en
el pasado inmediato son explicaciones, quizds, para no haber cuidado més la
calidad normativa en referencia a la rehabilitacién y no haber explorado y desa-
rrollado instrumentos nuevos o en todo caso haber perfeccionado los existentes,
a la vista de la realizacién de una auténtica evaluacién normativa ex post.

Quizds ahora, consigamos hacer de la necesidad virtud, a tenor de la
crisis en la que nos encontramos. Aunque, por el momento, la crisis econémica
en que estamos inmersos desde 2008 muestra como también se estd frenando
la actividad de rehabilitacién, de acuerdo con los datos proporcionados por el
Observatorio de Vivienda y Suelo del Ministerio de Fomento (9). Asi, de abril de
2011 a abril de 2012 se concedieron 8179 licencias de rehabilitacién, frente
a las 67.345 de nueva planta, lo que representa un 12,1%, siendo el primer
trimestre de 2012 los meses con menos licencias de rehabilitacién (menos de 600
viviendas). En el mismo periodo, se visaron direcciones de obra para 29.218
ampliaciones y reformas, 31 por cada 100 visados de obra nueva. En mayo

(7) PoNCcE Solt, J. «zMejores normas?: Directiva 2006/123/CE relativa a los servicios en el
mercado interior, calidad reglamentaria y control judicial», Revista de Administracién Publica, ném.
180, 2009, pp. 201 y ss.

(8) Entre las investigaciones juridicas sobre el tema, puede consultarse ArROYO, L., La revi-
sién de las técnicas de conservacién urbanistica, Thomson Civitas, Madrid, 2006, GONZALEZ-VARAS,
S., La Rehabilitacién urbanistica, Aranzadi, 1998 o GArcia GArcia, M.J., El régimen juridico de la
rehabilitacién urbana, Institucié Alfons el Magnanim, 1999 y «Desarrollo urbano sostenible versus
crecimiento descontrolado: una vuelta a la rehabilitacién urbana», en esta Revista, 2008, 33. pp.
217-247, TEEDOR BIELSA, J., Derecho a la vivienda y Burbuja Inmobiliaria, La Ley, 2012, pp. 211 y
ss. o ROGER FERNANDEZ, G., Para comprender el urbanismo espariol (de una vez por todas), lustel,
Madrid, 2012, pp. 155 y ss.

(9) Boletin nim.2 de 2012, consultable en: http://www.fomento.gob.es/MFOM/LANG_CAS-
TELLANO/ESTADISTICAS_Y_PUBLICACIONES/PUBLICACIONES/PUB_OF_LINEA/ARQ-VIV-SUE/
VIVIENDA/
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de 2012 se registré un decrecimiento del —14,6%. En cuanto a la informacién
de los visados de direccién de obra, de mayo de 2011 a mayo de 2012 se
visaron obras de ampliacién y reforma presupuestadas en 2.531 millones de
euros, un 22,4% del total de obra visadas por los COAT, con caidas de entre
més del 20% y mds del 30% de febrero a mayo de 2012.

En contraste, en 2011 se produjeron 77.854 ejecuciones hipotecarias (con
un acumulado total desde 2007 de casi 350.000) mientras se llevaron a cabo
58.241 lanzamientos (superando en mds de 10.000 al afio anterior y con un
acumulado de 166.716 desde 2008, de acuerdo con datos del CGPJ). Esta
dificil situacién social, que ha venido acompafiada de diversos suicidios relacio-
nados con los lanzamientos, ha motivado el Real Decreto-ley 27/2012, de 15
de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la proteccién a los deudores
hipotecarios, que paraliza los lanzamientos durante dos afios, siempre que con-
curran una serie de circunstancias familiares y econémicas previstas en el mismo.
La timidez de la medida y la arbitrariedad en la delimitacién de las mencionadas
circunstancias han despertado ya las criticas respecto a la efectividad real del
mismo en la proteccién de los deudores hipotecarios.

Il. REGENERACION, REPARTO DE COMPETENCIAS ENTRE NIVELES
DE PODER Y NUEVOS DESARROLLOS NORMATIVOS ESTATALES Y
AUTONOMICOS. EN ESPECIAL, LA LEY DE ECONOMIA SOSTENIBLE
Y EL REAL DECRETO LEY 8/2011 EN EL MARCO DE LA GOBER-
NANZA URBANA

Junto al concepto y a la mejora de la calidad normativa en el dmbito de la
regeneracién, surge la cuestién de quién debe ser responsable de la misma, o, en
ofras palabras, qué nivel de poder es competente para regular la regeneracién
urbana (asi como para ejecutar la normativa existente).

Ante todo, debe tenerse en cuenta que la actuacién en el dmbito de la
regeneracién urbana no puede permanecer al margen del proceso de globa-
lizacién, también juridica. De ahi, que incidan, de un modo u ofro, a veces
mediante soft law (Derecho débil, de dificil exigencia ante tribunales de justicia),
organizaciones de dmbito supranacional (10), entre las que destaca, obviamente,
la Unién Europea.

En cuanto a la Unién Europea, a pesar de que no exista un otorgamiento
normativo especifico de funciones en este dmbito, diversos elementos derivados
del Derecho originario europeo hacen augurar un creciente papel de la Unién
Europea. Los objetivos de desarrollo sostenible y de cohesién social y econémica
presentes en diversos texftos europeos conducen a una dindmica de creciente

(10) Téngase en cuenta, por ejemplo, en el dmbito de Naciones Unidas, el Informe elaborado
por el Relator especial sobre el Derecho a una Vivienda Adecuada, visita a Espafia: http://www.
urcosos.net/articulos/000_onuvivienda/informe_final_onu_vivienda_esp.pdf
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implicacién comunitaria en este dmbito (11), sobre todo si se conectan con las
competencias europeas en materia de medio ambiente (en este sentido, TEJEDOR
BiELsA, 2010, pp. 92 y ss) y de otras politicas con impacto territorial (tfransportes,
por ejemplo). Por ofro lado, el importante papel de la financiacién europea en
operaciones de regeneracién es bien conocido.

Desde la perspectiva del Derecho y los derechos, no debe olvidarse que
la Carta de derechos fundamentales de la unién europea consagra, ahora ya
con efectos juridicos, una serie de derechos con impacto ferritorial y si bien su
aplicacién se limita a las instituciones europeas en principio, la jurisprudencia
nacional ya estd aplicdndola en dmbitos domésticos, en un proceso de refroali-
mentacién imparable entre los niveles nacional y europeo (12).

Centrdndonos en el dmbito espafiol, dado que la regeneracién afecta a dmbi-
tos urbanos, las competencias en juego, principalmente, son las de urbanismo y
vivienda. Como es sabido, ambas estdn en las exclusivas manos de las CC.AA y
de los entes locales, en virtud de lo que sefiale la legislacién de las primeras. Sin
embargo, es también conocido como el Estado tiene diversas vias de entrada en el
urbanismo y en la vivienda, y por tanto en la rehabilitacién, aceptadas por la juris-
prudencia del Tribunal Constitucional cuando se han suscitado conflictos juridicos,
especialmente la competencia vinculada a la relevancia econémica del urbanismo
y la vivienda en la economia (art. 191.1.13 CE), aunque no Unicamente.

De ahi que el Estado haya regulado en materia de regeneracién y continie
haciéndolo en el futuro. En este sentido, cabe tener en cuenta la Ley 2/2011,
de 4 de marzo, de Economia Sostenible (en adelante, LES), cuyos arts. 107
y ss. contfienen, en opinién de algin comentarista, un «auténtico y completo
estatuto de la rehabilitacién urbana» (13); sin embargo, como a continuacién
se argumentard, es posible entender que no tan completo como seria posible.
Como es sabido, la LES ha sido completada por los arts. 17 y siguientes del
Real Decreto ley 8/2011, a los que también ser hard referencia. Un andlisis
de la LES y sus implicaciones para la renovacién urbana puede encontrarse en
el estudio resultado de la tesis doctoral de CERVERA (CERVERA PASCUAL, 2013, con
prélogo del profesor Martin Bassols Coma).

Entre el conjunto de articulos de estas normas referidos a regeneracién, sin
animo de exhaustividad, podemos destacar algunas regulaciones especificas,
dejando de lado ahora los aspectos fiscales. Asi:

(11)  En este sentido, CHITI, M.P.: «ll ruolo della comunita europea nel gobierno del territorio»,
en Civitarese, S.; Ferrari, E.; Urbani, P.: Il gobierno del territorio, Giuffré editore, Milan, 2003,
p. 162y ss.

(12)  PoNcE Sol, J., «Procedimiento administrativo, globalizacién y buena administraciéns, en
PONCE SolE, J. (coord.), Derecho administrativo global: organizacién, procedimiento, control judicial,
Marcial Pons, Madrid, 2010 (en prensa).

(13) Diaz LemA, J.M., «Rehabilitacién urbana, o como hacer de la necesidad virtud», Revista
de Derecho Urbanistico y Medio Ambiente, abril-mayo, 2010, pp. 11y ss.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, nim. 41-42, Zaragoza, 2013, pp. 1170 17



JULI PONCE SOLE

a. Por lo que se refiere a principios orientadores de la actividad puoblica,
el art. 107, contiene una serie de principios y mandatos a los poderes
poblicos, en la linea de los primeros articulos de la Ley de Suelo vigente
y en conexién con el incipiente derecho a la ciudad que estd confor-
mdéndose en nuestro ordenamiento, al aludir en su art. 107 al «medio
urbano sostenible» (véase infra).

En todo caso, y teniendo en cuenta el art. 47 de la CE [y los respectivos
de los Estatutos de Autonomia, asi art. 26 del cataldn), llama la aten-
cién que no exista un mandato claro para la proteccién, promocién y
efectividad del derecho a la vivienda, estableciendo el deber de generar
vivienda asequible para satisfacer a éste siempre que sea posible. De
hecho, la palabra vivienda sélo aparece una vez, de forma tangencial,
en el apartado a, con lo que se confirma la debilidad tradicional de estas
perspectiva en las operaciones de regeneracién (vid Infra). Por tanto,
es dificil hablar de un estatuto completo de la rehabilitacién cuando la
perspectiva adoptada parece olvidar la sostenibilidad social y el papel
de la vivienda asequible en la satisfaccién del derecho a la vivienda,
a tenor de lo que sefiala la Exposicién de motivos (lo que podria ser
explicado por el elemento competencial antes expuesto):

«El Titulo Il de la Ley recoge disposiciones relativas a distintos dmbitos de
la sostenibilidad ambiental, desde la que se abordan algunas reformas
globales de los sectores afectados. Estos dmbitos son el modelo energé-
tico, la reduccién de emisiones, el transporte y la movilidad sostenible
y, en especial por su importancia en el modelo econémico espafiol, la
rehabilitacién y la vivienda».

Asimismo, el art. 3 relativo a principios, tampoco hace alusién a la
vivienda asequible y la regeneracién, aunque si a las necesidades de
la poblacién, en su apartado 7:

«Racionalizacién de la construccion residencial. Las Administraciones Pabli-
cas adoptardn politicas que favorezcan la racionalizacién de la construccién
residencial para conciliar la atencién a las necesidades de la poblacién, la
rehabilitacién de las viviendas y de los nicleos urbanos, la proteccién al
medio ambiente y el uso racional de los recursos econémicos.»

b. En cuanto a técnicas concretas, a lo largo de la exposicién haremos
referencia a algunas de ellas (convenios de rehabilitacién, expropiacién
a favor de las comunidades de propietarios, efc). En este momento nos
gustaria detenernos en el establecimiento de un sistema informativo
general e integrado (art. 108) (14), la exigencia de preferencia de

(14) Téngase en cuenta al respecto, el desarrollo del Sistema de Informacién Urbana (SIU),
a que se refiere la disposicién adicional primera del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado
por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por parte del Ministerio de Fomento mediante
el Portal de Suelo y Politicas Urbanas
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instrumentos juridicos integrales (art. 119 b), el derecho de los usuarios
de viviendas o locales a realojo durante la realizacién de las obras de
rehabilitacién en elementos o servicios comunes que impidan su uso (o
a su sustitucién por una compensacién econdmica, art. 110.3), la posi-
bilidad de que los instrumentos ordenadores de la rehabilitacién ademds
de contenerse en planes puedan aprobarse de forma independiente,
aplicando el procedimiento de elaboracién de reglamentos (art. 110.4)
y la regulacién de las obras e instalaciones necesarias (art. 111), que
supone la precisién del concepto de obras necesarias de la LPH.
Dada la relevancia de este Gltimo punto, le dedicaremos mds espacio
a continuacién, en un apartado especifico

La rehabilitacién y conservacién del parque inmobiliario residencial esté
muy condicionada por el régimen de ocupacién. La LPH, al regular en
el articulo 10 las obras necesarias de conservacién y de accesibilidad,
ya tiene en cuenta que éstas pueden hacerse por iniciativa propia de la
comunidad o por orden de la administraciones puiblicas, al establecer
que los propietarios que se opongan o demoren injustificadamente la
ejecucion de las 6rdenes dictadas por la autoridad competente respon-
derdn individualmente de las sanciones que puedan imponerse en via
administrativa.

Pues bien, el art. 111 de la LES se refiere a la realizacién de obras
de mejora previstas en un programa, plan u ofro instrumento legal de
rehabilitacién de viviendas, aprobado y en vigor, siempre que se trate
de obras «que sirvan para garantizar los derechos reconocidos por Ley
a las personas, especialmente las que padezcan alguna discapacidad,
o vengan impuestas por normas legales sobrevenidas por razones de
seguridad, adecuacién de instalaciones y servicios minimos, reduccién
de emisiones e inmisiones contaminantes de cualquier tipo y las nece-
sarias para reducir los consumos de agua y energia».

En estos casos, la aprobacién de estos instrumentos comporta la decla-
racién de utilidad poblica o interés social a efectos de la expropiacién
forzosa de los bienes y derechos precisos para su ejecucién. Ademds,

(http://siu.vivienda.es/portal/index.php2option=com_content&view=article&id=52&Itemid=92
&lang=es) que incluye un Observatorio de la Vulnerabilidad urbana

(http://siu.vivienda.es/portal/index.php2option=com_content&view=article&id=82&ltemid=75&la
ng=es) que contiene un Atlas de la vulnerabilidad urbana con informacién relativa a barrios vulnerables
en Espafia. Se entiende por Barrio Vulnerable (BV) un conjunto urbano de cierta homogeneidad y continui-
dad urbanistica, vinculado siempre a un Area Estadistica Vulnerable (AEV), que prefende establecer una
delimitacién urbanistica que se corresponda con una realidad fisica y morfolégica. Por AEV se entiende
una agrupacién de secciones censales colindantes y de cierta homogeneidad urbanistica, de entre 3.500
y 15.000 habitantes en las que al menos uno de los tres Indicadores de Vulnerabilidad considerados
(indice de estudios, de paro o de carencias en las viviendas—sin agua corriente, sin wc dentro de la
vivienda, o sin bafio o ducha—) del conjunto supere el valor establecido como referencia

Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, nim. 41-42, Zaragoza, 2013, pp. 11-70 19



JULI PONCE SOLE

estas obras tienen el cardcter de necesarias, de acuerdo con lo pre-
visto en la LPH (15), debiéndose ser obligatoriamente costeadas por los
propietarios, no siéndoles de aplicacién el art. 17 LPH (16) y debiendo

(15) Articulo 10 LPH

«1. Serd obligacién de la comunidad la realizacién de las obras necesarias para el adecuado
sostenimiento y conservacién del inmueble y de sus servicios, de modo que retna las debidas con-
diciones estructurales, de estanqueidad, habitabilidad, accesibilidad y seguridad.

2. Asimismo, la comunidad, a instancia de los propietarios en cuya vivienda vivan, trabajen o
presten sus servicios altruistas o voluntarios personas con discapacidad, o mayores de setenta afios,
vendrd obligada a realizar las obras de accesibilidad que sean necesarias para un uso adecuado
a su discapacidad de los elementos comunes, o para la instalacién de dispositivos mecdnicos y
electrénicos que favorezcan su comunicacién con el exterior, cuyo importe total no exceda de tres
mensualidades ordinarias de gastos comunes.

3. Los propietarios que se opongan o demoren injustificadamente la ejecucién de las érdenes
dictadas por la autoridad competente responderdn individualmente de las sanciones que puedan
imponerse en via administrativa.

4. En caso de discrepancia sobre la naturaleza de las obras a realizar resolverd lo procedente
la junta de propietarios. También podrén los interesados solicitar arbitraje o dictamen técnico en los
términos establecidos en la Ley.

5. Al pago de los gastos derivados de la realizacién de las obras de conservacién y accesi-
bilidad a que se refiere el presente articulo estard afecto el piso o local en los mismos términos y
condiciones que los establecidos en el articulo 9 para los gastos generales».

(16) El articulo 17 LPH sefiala lo siguiente:

«Llos acuerdos de la Junta de propietarios se sujetardn a las siguientes normas:

1. La unanimidad sélo serd exigible para la validez de los acuerdos que impliquen la apro-
bacién o modificacién de las reglas contenidas en el fitulo constitutivo de la propiedad horizontal o
en los estatutos de la comunidad.

El establecimiento o supresién de los servicios de ascensor, porteria, conserjeria, vigilancia
u ofros servicios comunes de interés general, incluso cuando supongan la modificacién del titulo
constitutivo o de los estatutos, requerird el voto favorable de las tres quintas partes del total de
los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participacién.
El arrendamiento de elementos comunes que no tenga asignado un uso especifico en el inmueble
requerird igualmente el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a
su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participacién, asi como el consentimiento
del propietario directamente afectado, si lo hubiere.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los articulos 10 y 11 de esta Ley, la realizacién de obras o
el establecimiento de nuevos servicios comunes que tengan por finalidad la supresién de barreras
arquitecténicas que dificulten el acceso o movilidad de personas con minusvalia, incluso cuando
impliquen la modificacién del titulo constitutivo, o de los estatutos, requerird el voto favorable de la
mayoria de los propietarios que, a su vez, representen la mayoria de las cuotas de participacién.

A los efectos establecidos en los pdrrafos anteriores de esta norma, se computarédn como
votos favorables los de aquellos propietarios ausentes de la Junta, debidamente citados, quienes
una vez informados del acuerdo adoptado por los presentes, conforme al procedimiento establecido
en el arficulo 9, no manifiesten su discrepancia por comunicacién a quien ejerza las funciones de
secretario de la comunidad en el plazo de 30 dias naturales, por cualquier medio que permita tener
constancia de la recepcién.

Los acuerdos vélidamente adoptados con arreglo a lo dispuesto en esta norma obligan a todos
los propietarios.
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la Junta limitarse a acordar la derrama pertinente y los términos de
su pago. El proyecto de ley establece limitaciones y precisiones en la
realizacién de estas obras, excluyendo el cardcter de necesarias en el
caso de que exista alguna unidad familiar de la comunidad con ingre-
sos anuales inferiores a 2,5 veces el IPREM (excepto en caso de que
las ayudas piblicas a las que se puedan acceder impidan que el coste
anual repercutido de las obras supere el 33% de sus ingresos anuales)
y previendo la afeccién real de las viviendas al cumplimiento del deber
de costear las obras a partir de la autorizacién administrativa o de la

2. La instalacién de las infraestructuras comunes para el acceso a los servicios de telecomunica-
cién regulados en el Real Decretoley 1/1998, de 27 de febrero, o la adaptacién de los existentes,
las como la instalacién de sistemas comunes o privativos, de aprovechamiento de la energia solar, o
bien de las infraestructuras necesarias para acceder a nuevos suministros energéticos colectivos, podrd
ser acordada, a peticién de cualquier propietario, por un tercio de los integrantes de la comunidad
que representen, a su vez, un fercio de las cuotas de participacién.

La comunidad no podré repercutir el coste de la instalacién o adaptacién de dichas infraes-
tructuras comunes, ni los derivados de su conservacién y mantenimiento posterior, sobre aquellos
propietarios que no hubieren votado expresamente en la Junta a favor del acuerdo. No obstante,
si con posterioridad solicitasen el acceso a los servicios de telecomunicaciones o a los suministros
energéticos, y ello requiera aprovechar las nuevas infraestructuras o las adaptaciones realizadas en
las preexistentes, podré autorizérseles siempre que abonen el importe que les hubiera correspondido,
debidamente actualizado, aplicando el correspondiente interés legal.

Sin perjuicio de lo establecido anteriormente respecto a los gastos de conservacién y mante-
nimiento, la nueva infraestructura instalada tendrd la consideracién, a los efectos establecidos en
esta Ley, de elemento comin.

3. El establecimiento o supresién de equipos o sistemas distintos de los mencionados en el
apartado anterior que tengan por finalidad mejorar la eficiencia energética o hidrica del inmueble,
incluso cuando supongan la modificacién del titulo constitutivo o de los estatutos, requerird el voto
favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a su vez, representen las tres
quintas partes de las cuotas de participacién. Los acuerdos vélidamente adoptados con arreglo a
esta norma obligan a todos los propietarios.

No obstante, si los equipos o sistemas tienen un aprovechamiento privativo, para la adopcién
del acuerdo bastard el voto favorable de un tercio de los integrantes de la comunidad que repre-
senfen, a su vez, un fercio de las cuotas de participacién, aplicdndose, en este caso, el sistema de
repercusién de costes establecido en el apartado anterior.

Si se tratara de instalar en el aparcamiento del edificio un punto de recarga de vehiculos
eléctricos para uso privado, siempre que éste se ubicara en una plaza individual de garaije, sélo se
requerird la comunicacién previa a la comunidad de que se procederd a su instalacién. El coste de
dicha instalacién serd asumido integramente por el o los interesados directos en la misma.

4. Para la validez de los demés acuerdos bastard el voto de la mayoria del total de los propie-
tarios que, a su vez, representen la mayoria de las cuotas de participacién. En segunda convocatoria
serdn validos los acuerdos adoptados por la mayoria de los asistentes, siempre que ésta represente,
a su vez, mas de la mitad del valor de las cuotas de los presentes.

Cuando la mayoria no se pudiere lograr por los procedimientos establecidos en los péarrafos
anteriores, el Juez, a instancia de parte deducida en el mes siguiente a la fecha de la segunda
Junta, y oyendo en comparecencia los contradictores previamente citados, resolverd en equidad lo
que proceda dentro de veinte dias, contados desde la peticién, haciendo pronunciamiento sobre el
pago de costas.»
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orden de ejecucién de las mismas, que se hard constar en el Registro
de la propiedad (111. 2 y 3, respectivamente).

En fin, desde la perspectiva competencial en que ahora nos movemos,
la Disposicién Final Primera de la Ley de Economia Sostenible sefiala como el
capitulo IV del Titulo [ll, el que nos interesa a nosotros, se elabora apoydndose el
Estado en el art. 149.1.13 CE con cardcter general (bases y coordinacién de la
planificacién general de la actividad econdmica), si bien se especifican preceptos
amparados por ofros titulos competenciales, como el art. 111.5 (vinculado al art.
149.1.18, al estar vinculado a la expropiacién en beneficio de la comunidad
de propietarios, como veremos), 110. 2y 4y 111.2 y 4 (vinculados a los arts.
149.1.6 y 8, competencia estatal sobre legislacién mercantil y civil).

Sin necesidad ahora de efectuar un andlisis exhaustivo de esta cuestién (17),
cabe sefalar, a nivel general, que la utilizacién del art. 149.1.13 CE ha podido
resultar en ocasiones excesiva (pues no todo el urbanismo y vivienda son eco-
nomia ni puede emplearse esta materia como comodin sin violentar las reglas
constitucionales, que establecen, no lo olvidemos, que el urbanismo y la vivienda
son competencia exclusiva autonémica), mientras que puede sorprender que la
entrada en juego de diversos derechos constitucionales (pues el urbanismo y la
vivienda no afectan sélo a la economia), como veremos, y no Gnicamente el
derecho de propiedad, art. 33 CE, en el dmbito del urbanismo y la vivienda y
especificamente la rehabilitacién, no provoque una reflexién renovada sobre el
papel del art. 149.1.1 CE y sus posibilidades y limites, por ejemplo en conexién
con el derecho a la vivienda (art. 47 CE). Debe notarse, por ejemplo, que en el
caso del capitulo IV del Real Decreto-Ley 8/2011, la Disposicién Final Primera
vincula el mismo con los arts. 149.8, 13 y 23, pero también con el mencionado
art. 149.1.1 CE, esto es con el establecimiento de una «regulacién de las condi-
ciones bdsicas que garanticen la igualdad de todos los esparioles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales», en este
caso, cabe entender, en relacién con el derecho a la vivienda. Consideramos
que, sin vulnerar las competencias autonémicas en la materia, esta via puede
ser desarrollada en el futuro.

Un ejemplo de lo que estamos planteando, aplicado a una técnica concreta,
puede ser el de la regulacién referida a los derechos de retorno y realojamiento,
tan conectados en un plano concreto y nacional con las, en ocasiones, abstrac-
tas elucubraciones sobre la gentrificacién o, mé&s ampliamente, la mezcla social
urbana, a la que luego nos referiremos.

En nuestra opinién, deberia evaluarse y mejorarse la existente regulacién
de los derechos de retorno y realojamiento tanto por parte del legislador estatal
como por parte del dmbito autonémico.

(17) PoNce Solt, J., «la competencia en materia de vivienda a la luz del nuevo estatuto
de autonomia de cataluiia y de la ley catalana 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la
vivienda», REAF, ném. 7, octubre 2008, p. 145-195
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Inexistentes hasta la ley 8/1990 (momento hasta el que sélo existia la
extincién del contrato de arrendamiento y el pago del correspondiente justipre-
cio, insuficiente para la obtencién de un nuevo alojamiento en el mercado, o el
reconocimiento de aprovechamientos y las indemnizaciones por demoliciones
para propietarios), los derecho de realojamiento y retorno, aunque son cruciales,
estdn mal y poco regulados, débilmente estudiados y oscuramente tratados por
la jurisprudencia (18).

En el caso del derecho de realojo y por lo que se refiere al legislador estatal,
la Ley de suelo de 2007 sélo aludié a la cuestién en su art. 16.1, apartado e,
como un deber en las actuaciones de transformacién urbanistica («Garantizar
el realojamiento de los ocupantes legales que se precise desalojar de inmuebles
situados dentro del drea de la actuacién y que constituyan su residencia habitual,
asi como el reforno cuando tengan derecho a él, en los términos establecidos
en la legislacién vigente»), mientras que el Texto Refundido de 2008 repite,
sin alterar, la DA 4 de la ley del suelo de 1992, en su Disposicién Adicional
Undécima.

De tal manera que el legislador estatal, pese a que la STC 61/1997, FJ
41, letra ¢, dejaba expresamente abierta la puerta a una cierta regulacién
estatal (19), no regula en la LS el derecho de realojo, en el caso de transforma-
cién urbanistica en suelo urbano no consolidado mediante sistemas de gestién
privada, diferentes de la expropiacién. Ahora la LS, en su art. 110.3 afiade una
precisién a la LS sefialando que los usuarios de viviendas o locales por cualquier
titulo en edificios donde se lleven a cabo obras de rehabilitacién en elementos
o servicios comunes que les impidan el uso tendrén derecho al realojo en otra
vivienda o el uso de ofro local en el mismo edificio, si disponible, o en edificios
colindantes o cercanos o a una compensacién econémica que cubra el dafio
causado si no fuera posible.

Por lo que se refiere a las leyes de las CCAA, en el caso de la gestion del
planeamiento que no sea por expropiacién, la legislacién autonémica, con excep-
ciones, no exige directamente el derecho de realojamiento, sino que se remite
a una legislacién inespecifica. Efectivamente, cabe notar que tampoco existe
legislacién autonédmica cubriendo este supuesto, existiendo ahora una laguna
ahora tras la STC citada, salvo excepciones (ej. Catalufia, art. 114 Ley de suelo
y Decreto 80/2009, considerdndolo una carga urbanistica para el privado).

Por ofro lado, nada dice tampoco la legislacién estatal sobre el derecho
de realojamiento y la lucha contra excesiva gentrificacién por expulsién del
drea de antiguos ocupantes [como si hace, por ejemplo, Catalufia en el Decreto

(18)  En este sentido, véase MARTINEZ BorROBIO, D., Derechos de Realojo y Retorno en la Gestidén
Urbanistica, Editorial Montecorvo, 2006, pdg. 21

(19) FJ 41, letra c: «El Estado podria, en su caso, establecer como norma basica una garan-
tia minima de cardcter compensatorio, para aquellos supuestos en los que si bien no se actia por
expropiacién los ocupantes ilegales se ven privados de sus viviendas»
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80/2009, en Exposicién de Motivos y al introducir el art. 219 quinquies del
Reglamento de la Ley de Suelo (20)].

Por lo que se refiere al derecho de retorno, no se contempla éste en caso
de ruina, debido a la redaccién de la LAU de 1994 y su interpretacién por
la doctrina y la jurisprudencia (pero si lo hace Catalufia en art. 34 de la Ley
del Derecho a la Vivienda, como luego veremos). Efectivamente, en el caso del
derecho de retorno, la DA 8 de la LAU de 1994 exige que sea el planeamiento
quien demande el derribo total o la rehabilitacién total de la finca para dar lugar
al nacimiento del derecho de retorno (21): deberia suprimirse tal exigencia en la
LAU, que imposibilita el nacimiento del derecho en los casos de pura ruina.

En definitiva, en la regulacién estatal actual, y en el texto de la la STC
61/2007, de la que aquélla trae causa, parece carecerse de una preocupa-
cién por fijar una garantia minima del derecho a la vivienda y del derecho a
la igualdad mediante éstas técnicas, que podria estar justificada mediante el
art. 149.1.1 CE.

sCabria plantear pues una norma especifica y global estatal en materia de
regeneracién a tenor de lo visto en relacién con el marco competencial? Dejando
de lado ahora si seria una buena opcién legislativa desgajar esta materia de
la Ley de suelo vigente, o seria preferible incluir ese «estatuto de la rehabilita-
cién» en ella, es posible sostener que, de hecho, el Estado, de la mano de la
Ley de suelo, como hemos visto, de los sucesivos Planes de Vivienda que ha
ido aprobando, de la Ley de Propiedad Horizontal, de Ley de Arrendamientos

(20) Véase su exposicién de motivos:

«les actuacions urbanistiques, tant les executades pel sistema de reparcel-lacié com les dutes
a terme pel sistema d’expropiacié, poden afectar especialment, i més enlla dels béns i drets indem-
nitzables econdmicament, el dret a I'habitatge de les persones que viven i destinen a residéncia
habitual i permanent els habitatges afectats per I'actuacié.

Per aquest motiu, historicament la normativa urbanistica i la d’expropiacié forcosa han recone-
gut als ocupants legals d’habitatges afectats per actuacions urbanistiques, que constitueixen la seva
residéncia habitual, I'anomenat dret de reallotjament com un dret independent a la indemnitzacié
que els pogués correspondre pels seus drets o béns afectats. Aquest dret garanteix a la persona
afectada I'accés a un nou habitatge dins el mateix ambit d’actuacié, llevat dels suposits en qué no
sigui possible; en aquest cas regeix el criteri de major proximitat a la ubicacié originaria.»

Y téngase en cuenta la modificacién que opera del art. 219 (quinquies ahora) del reglamento
de la ley urbanistica:

«Els habitatges de substitucié han de complir les condicions segients:

«a) Han de tenir la superficie adequada a les necessitats dels titulars del dret de reallotjament,
dins dels limits de superficie propis de la legislacié sobre habitatges de proteccié piblica.

«b) Poden ser de nova construccié o de segona ma en condicions d'Gs immediat.

«c) Han de trobar-se en el mateix ambit d'actuacié, llevat que no sigui possible per raé de
les tipologies edificatories o dels usos previstos o, excepcionalment, per altres causes degudament
justificades. En aquests casos, regeix el criteri de major proximitat a la ubicacié originaria.»

(21) Véase MARrTINEZ BoroBIO, D., Derechos de realojo y retorno en la gestién urbanistica,
Montecorvo, 2006, pp. 175 y ss. Téngase en cuenta la STS de 25 de enero de 1999 y la sentencia
de la Audiencia Provincial de Tarragona de 2 de septiembre de 1998 (jurisdiccién civil).
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Urbanos, de la LES o de la legislacién de Patrimonio Histérico ya tiene un corpus
normativo afectando a la regeneracién.

Seria recomendable pensar en una ampliacién, reunificacién y modernizacién
de estos elementos normativos, opcién que podria tener indudables efectos de
seguridad juridica al agrupar todos los preceptos pero que, en todo caso, deberia
respetar el reparto competencial constitucional y estatutario de acuerdo con la
apuntada jurisprudencia del Tribunal Constitucional. En esta linea se sitda la recién
aprobada ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién y renova-
cién urbanas, cuya Disposicién Adicional decimonovena sefiala que la misma «tiene
el cardcter de legislacién basica sobre bases y coordinacién de la planificacién
general de la actividad econdmica, de conformidad con lo dispuesto en el articulo
149.1.13.° de la Constitucién» y que se ampara en ofros titulos constitucionales,
entre los que se encuentra, por cierto, el mencionado art. 149.1.1 CE.

Pero, desde luego, son las Comunidades Auténomas las que en desarrollo
del marco bésico estatal y en ejecucién de sus competencias, actores cruciales en
este dmbito, con independencia de lo que luego se diré& sobre el nivel local.

No es éste el momento ni el lugar de analizar exhaustivamente los desa-
rrollos autonémicos en esta materia, aunque si quisiera hacer referencia ahora
a alguno de ellos, a modo de ejemplo, provenientes de la Comunidad Auté-
noma catalana, donde la ley 2/2004, de 4 de junio, conocida popularmente
como «de barrios» y la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la
vivienda, suponen dos hitos a nivel autonémico y, quizds estatal, por cuanto ya
existen iniciativas normativas de ofras comunidades auténomas en parecidas
direcciones (22).

— la ley catalana 2/2004, de 4 de junio, de mejora de barrios, dreas
urbanas y villas que requieren una atencién especial., una auténtica ley anti-
gueto, que actia como una Unidad de Vigilancia Intensiva de dmbitos urbanos
que ya se encuentran en dificultad. La Memoria del anteproyecto de ley que se
convirtié posteriormente en la norma citada sefialaba que de acuerdo con los
datos disponibles, de las 39.110 ha destinadas a usos residenciales en la Regién
Metropolitana de Barcelona, 21.669 estén afectadas en diversos grados por
déficits de calidad urbana (el 55% del suelo residencial metropolitano, donde
vive la mitad de la poblacién de Catalufia), acompafiados frecuentemente por
«una acusada problemdtica social: envejecimiento, bajo nivel de renta, bajo nivel
educativo, pérdida de poblacién y concentracién de grupos con necesidades
especiales». Esta problemdtica parece més grave en una serie de barrios que
representan unas 180.000 viviendas y una poblacién de 400.000 habitantes.

(22) Respecto a la ley de barrios, téngase en cuenta la ley balear 2/2009, de 19 de marzo,
de rehabilitacién y mejora de los barrios de los municipios de las Islas Baleares, estableciendo un
marco similar a la ley de barrios catalana. Por lo que se refiere a la ley del derecho a la vivienda,
considérese, por ejemplo, la 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda, que declara la actividad
de vivienda social como servicio de interés general, al igual que lo hace la catalana en su art. 4.
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Desde un punto de vista juridico, la Ley articula el despliegue de una acti-
vidad de fomento sobre esas dreas urbanas. Mediante su breve articulado (12
preceptos) esta norma establece un sistema basado en las solicitudes municipales
de ayudas para proyectos integrales de recuperacién de aquellas dreas urbanas
que merecen una atencién especial, por concurrir en ellas diversos problemas,
entre ellos los demogrdficos y entre éstos un alto porcentaje de inmigracién
extracomunitaria (23).

Las solicitudes municipales son evaluadas por una comisién formada por
una mayoria de representantes de la Generalitat de Catalufia, por representantes
del mundo local y de los sectores afectados (art. 9). Esta comisién evalia las
solicitudes teniendo en cuenta el principio de equidad territorial (art. 9) y eleva
una propuesta de resolucién al consejero competente en la materia, quien es el
érgano competente para adoptar la resolucién final (debiendo motivar cualquier
variacién respecto de la propuesta de la comisién). En caso de concesién de
la ayuda, la Generadlitat cubrird un minimo del 50% del coste previsto, hasta
un maximo del 75%, debiendo el resto ser aportado por el Ayuntamiento (art.
10). Las ayudas permiten la intervencién sobre el medio ambiente urbano de
estas dreas, pero no sobre los elementos privativos de las viviendas (sean libres
o protegidas; y en ningin caso sobre elemento alguno del parque piblico de
vivienda, art. 5.3 del Reglamento de la Ley).

Asimismo, la Ley disefia un sistema de evaluacién ex post del grado de
cumplimiento de los proyectos que obtuvieron las ayudas, mediante la creacién
de una comisién ad hoc, formada por representantes de la Generalitat, por
representantes del mundo municipal, vecinal y de la sociedad civil (art. 12).

El Dictamen del Comité de las Regiones de 2007 sobre Politica de vivienda
y politica regional, antes citado, ha incluido este programa entre los ejemplos de
buenas prdcticas europeas (24). Desde su puesta en marcha, se ha comprometido
un total de 1300 millones de euros.

Desde un punto de vista juridico se trata de una ley corta, cuya evaluacién
«ex post» podria conducir a introducir algunas evoluciones juridicas en la misma
a la vista de las experiencias desarrolladas (25). Es el caso, por ejemplo, de
la posibilidad de perfeccionar la transversalidad de las politicas piblicas (que
afectan a diversos derechos, como veremos) implicadas en la regeneracién
urbana. Un ejemplo en este sentido podria ser el de las politicas piblicas de

(23) Véase el art. 6 del Decreto 396/2004, de 7 de septiembre, por el que se desarrolla esta
ley, que, por ejemplo, cita la existencia de un alto porcentaje de inmigracién como una circunstancia
especifica de tales dreas a considerar singularmente para poder recibir las ayudas.

(24) Los datos concretos de las convocatorias resueltas pueden consultarse en: http://www10.
gencat.net/ptop/Applava/cat/arees/civtat/barris/index.jsp

(25) Véase el trabajo de MarTi Costa, M. y PARES, M. (coords): Llei de barris: cap a una
politica de regeneracién urbana participada i integral, Barcelona, 2009, Generalitat de Catalunya,
consultable en http://www.eapc.es/publicacions/coedicions/coe32sum.htm, asi como la publicacién
del Departamento de Politica Territorial Titulada La Ley de Barrios
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vivienda. En este sentido, por ejemplo, se ha sefialado que «sin embargo su
propia transversalidad y la exclusién de las inversiones sobre vivienda como
subvencionables, no le permiten actuar como via de solucién para algunos
casos en los que el problema profundo se centra, especialmente, en el tejido
residencial: en su configuracién impenetrable y en su baja calidad aliada con
una alta ocupacién. Dar respuesta a situaciones de este tipo es, hoy, una asig-
natura pendiente. Hasta ahora hemos reaccionado ante requerimientos una vez
producidos los mismos. Reaccionar preventivamente es mds dificil» (26).

Por ofro lado, y en conexién con el derecho a la igualdad en la civdad al
que luego se aludird, podria avanzarse en el objetivo de mantener y potenciar
la mezcla social sobre las dreas en las que se actia, introduciendo, por ejemplo,
una referencia en los criterios de evaluacién de los proyectos municipales. Se
produciria asi, la tan necesaria inferconexién entre diversas politicas pdblicos y
la proteccién y promocién de los diversos derechos implicados en la ciudad.

En todo caso, la crisis econémica vigente paralizé la convocatoria de nuevas
ayudas al amparo de esta ley de barrios durante 2011, por lo que la virtualidad
futura posible de la ley ha quedado, por el momento congelada.

— Por lo que se refiere a la ley del derecho a la vivienda catalana, ésta
presta especial atencién a las cuestiones de conservacién y rehabilitacién, infro-
duciendo diversas técnicas en parte novedosas, que estdn todavia, por desarrollar
en la gestién concreta, quizds debido a que la ley es reciente y a una falta de
conocimiento sobre la misma. Asimismo, la ley considera la rehabilitacién no
Unicamente en zonas ya degradadas, sino en el conjunto de la ciudad, esto es
dreas todavia no degradas. Lo que pone encima de la mesa una idea intere-
sante: es mejor (mds eficiente, mds eficaz socialmente) conservar que rehabilitar
(hablemos de edificios o de barrios) y es mejor rehabilitar preventivamente para
evitar la degradacién que reaccionar cuando ésta ya se ha producido.

Asi, podemos destacar ahora algunos aspectos de la ley catalana 18/2007,
del derecho a la vivienda, vinculados con la regeneracién, de forma inevita-
blemente rapida, deteniéndonos algo mds, sin embargo, en las dos primeras,
por su novedad y su salto a la legislacién estatal y remitiéndonos a posteriores
reflexiones en el caso de algunas de ellas:

a) La expropiacién o la ocupacién temporal en edificios en régimen de
propiedad horizontal

Como ya hemos visto, la rehabilitacién y conservacién del parque inmo-
biliario residencial est4 muy condicionada por el régimen de ocupacién. Pero,

(26) SERRA | AMENGUAL, P., «Actuaciones sobre barrios de especial interés. Programas de
intervencién en Catalufia», ponencia entregada por escrito en el seminario Renovacién urbana
y cohesién social en un contexto de crisis, San Sebastian, julio de 2010, organizado por Ekiten
Thinking (http://www.ekitenthinking.org/entrada.html ) en el marco de los cursos de verano de la
Universidad de San Sebastian.
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como sefiala SIBINA, a quien citaremos continuamente en este dmbito (27), «ello
no resuelve la cuestién de la imposibilidad de dar cumplimiento del deber de
conservacién y rehabilitacién establecido en la legislacién, cuando las obras
o instalaciones precisas exigen eliminar, ocupar parcialmente o modificar la
vivienda o local que conforma el espacio de propiedad singular y exclusiva
de cada comunero o de las instalaciones generales de la comunidad u otros
elementos comunes de las que tiene atribuido el uso privativo».

La anferior circunstancia no se resuelve siempre, de acuerdo con SIBINA,
con la obligacién, prevista en el articulo 9.1.¢) LPH, de los propietarios de con-
sentir en su vivienda o local las reparaciones que exija el servicio del inmueble
y permitir en él las servidumbres imprescindibles requeridas para la creacién
de servicios comunes de interés general acordados conforme a lo establecido
en el articulo 17, teniendo derecho a que la comunidad le resarza de los
dafios y perjuicios ocasionados. Los tribunales, al aplicar esta obligacién, han
afirmado que no puede convertirse en una expropiacién privada de cardcter
forzoso en el sentido de que los acuerdos adoptados al amparo del articulo
17 LPH puedan imponer un menoscabo que inutilice total o parcialmente el
elemento privativo. (28)

Cuando al articulo 32 Ley catalana derecho a la vivienda prevé la expro-
piacién o la ocupacién temporal en edificios en régimen de propiedad horizon-
tal, no lo realiza para hacer imponer el acuerdo de una determinada mayoria
de propietarios, que permita que adquieran para el comin de la comunidad
forzosamente los elementos privativos de un tercero. Se trata de garantizar
el cumplimiento del deber legal de conservacién y rehabilitacién, que para
ser exigido no exige mayoria alguna (el apartado 1 del precepto establece
que «si las obras, instalaciones o implantacién de usos que deben realizarse
en inmuebles en régimen de propiedad horizontal para cumplir el deber de
conservacién y rehabilitacién hacen necesaria la expropiacién o la ocupacién
temporal de elementos privativos o comunes de uso privativo, los interesados
pueden instar a la Administracién competente a incoar un expediente a fal

fin») (29).

(27) SBINA, D., «»la conservacién y rehabilitacién del parque inmobiliario residencial», en
PONCE y SiBINA coords. (2008), pp. 387 vy ss.

(28) Véase, por ejemplo, la sentencia 52/2002, de 1 de febrero, de la Audiencia Provincial
de Zaragoza (Seccién 59

(29) Incumplir ese deber tiene graves consecuencias. Asi, por ejemplo, la ley del derecho a
la vivienda de Catalufia tipifica como infraccién muy grave de la conducta «incumplir el deber de
conservacién y rehabilitacién, si supone un riesgo para la seguridad de las personas«. O la tipificacién
como grave de «incumplir el deber de conservacién y rehabilitacién, si supone una afectacién grave
de las condiciones de habitabilidad de los edificios». La responsabilidad y la sancién que pueda
imponerse por estas conductas no queda enervada por la inexistencia de quérum comunitario, por
no ser una cuestién de decisién privada y convencional, sino una decisién propia o consecuencia de
una orden que se dicta por las administraciones piblicas para hacer cumplir un deber legal
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En esta linea, véase ahora la ley de Economia Sostenible, en el que el art.
111.5y 6 preven la expropiacién en beneficio de la correspondiente comunidad
de propietarios o agrupaciones de éstas (30)

b) Los convenios de rehabilitacién

De nuevo siguiendo a SIBINA, éste expone como el articulo 39 Ley catalana
derecho a la vivienda regula los convenios de rehabilitacién, que «pretenden
superar el planteamiento del fomento de la rehabilitacién a golpe de convocatoria
periédica de subvenciones y ayudas, para sustituirlo por una accién concertada
y que se desarrolla en el tiempo en funcién de las necesidades y posibilidades
de las administraciones pdblicas y de los interesados».

El apartado 2 del articulo 39 establece que «el convenio de rehabilitacién
debe incluir el programa de actuaciones de conservacién y rehabilitacién que
deben ejecutarse, especificando si son subvencionadas o a fondo perdido, y
las obligaciones concretas que asume cada una de las partes. En todo caso,
el propietario o propietaria debe comprometerse a ejecutar inmediatamente las
obras dirigidas a garantizar las condiciones bdsicas de seguridad», y el apar-
tado 3, que «los planes de rehabilitacién de viviendas que apruebe el Gobierno
deben establecer una linea especifica de ayudas para atender a los convenios
de rehabilitacién». A su vez, la declaracién de las dreas de conservacién y
rehabilitacién, a las que luego nos referiremos puede conllevar dotarlas de un

(30) «5. La ocupacién de aquellas partes de pisos o locales de edificios destinados predomi-
nantemente a uso de vivienda y constituidos en régimen de propiedad horizontal que sea indispensable
para la instalacién de servicios comunes que, siendo legalmente exigibles, estén previstos en planes,
programas o instrumentos de rehabilitacién y, en todo caso, el de ascensor, se declara necesaria
para su expropiacién en beneficio de la correspondiente comunidad de propietarios o agrupacién
de éstas, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a. Resulte inviable técnica o econémicamente cualquier otra solucién.

b. Quede garantizado el respeto de la superficie minima y los estdndares exigidos para locales,
viviendas y espacios comunes de los edificios.

6. La ocupacién de las superficies de espacios libres o de dominio piblico, que sea indis-
pensable para la instalacién de servicios comunes que, siendo legalmente exigibles, estén previstos
en planes, programas o instrumentos de rehabilitacién y, en todo caso, el de ascensor, se declara,
causa suficiente para su desclasificacién y, en su caso, desafectacién y enajenacién posterior a la
comunidad o agrupacién de comunidades de propietarios correspondiente, siempre que se cumplan
las siguientes condiciones:

a. Resulte inviable técnica o econdmicamente cualquier ofra solucién.

b. Quede garantizado el respeto de la superficie minima y los estdndares exigidos para
espacios libres y dotaciones publicas, asi como la funcionalidad del dominio pdblico, en los casos
en que se trate de la ocupacién de cualquiera de los espacios citados.

La ocupacién de suelo por las instalaciones del ascensor, tales como vestibulos, descansillos
y acceso a viviendas derivados de la instalacién, asi como del subsuelo y vuelo correspondientes,
objeto de la desclasificacién como espacio libre y, en su caso, desafectacién del dominio piblico a
que se refiere el parrafo anterior, no es computable en ningin caso a efectos del volumen edificable
ni de distancias minimas a linderos, otras edificaciones o la via piblica.
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fondo especifico para realizar convenios de rehabilitacién [articulo 37.f) Ley
derecho a la viviendal].

La mencién al cardcter de las ayudas de si son o no a fondo perdido se
concreta en el apartado 4, en el que se precisa que «pueden fijarse mecanis-
mos de recuperacién de las ayudas para el supuesto de que se produzca una
transmisién onerosa del inmueble, de acuerdo con lo establecido por los planes
de rehabilitacién».

SIBINA sefiala como el contenido del convenio es por tanto complejo y
abierto. Los mecanismos de garantia que establece la ley catalana son: a) el
contenido del convenio de rehabilitacién debe ser una condicién especial de la
correspondiente licencia de obras; b) los pactos con trascendencia real deben
inscribirse en el Registro de la Propiedad; ¢ la resolucién del convenio no deja
sin efectos, en ningin caso, el destino de las viviendas de proteccién oficial
previstas, y d) el incumplimiento del convenio de rehabilitacién da lugar a su
resolucién y puede suponer la prohibicién temporal del uso residencial, multas
coercitivas, la ejecucién subsidiaria a cargo de los obligados y la inscripcién
en el Registro Municipal de Solares sin Edificar.

Estos convenios estdn sometido al control de la jurisdiccién contencioso-
administrativa y estdn excluidos del dmbito de la Ley 30/2007, de 30 de octubre,
de contratos del sector piblico, en virtud de su articulo 4 d). En cuanto el convenio
incluya ayudas que puedan ser calificadas como subvenciones debe aplicarse
la LGS, supletoriamente a las reglas especificas previstas en la legislacién de
vivienda y en los planes de vivienda y rehabilitacién.

Ahora el la Ley de Economia Sostenible sigue la senda de la legislacién
catalana en su art. 110.5 (31)

¢) Derechos de tanteo y retracto

Como es sabido, desde la perspectiva del sujeto pasivo obligado por estos
derechos, en general, el tanteo es la obligacién que tiene el propietario de un
bien o derecho de comunicar al titular del derecho la enajenacién proyectada
y las condiciones de la misma, con el fin de que éste pueda hacer uso de su
derecho y adquirirlo, si lo desea, con preferencia sobre los demds posibles adqui-
rentes, lo que supone una limitacién al derecho de propiedad, concretamente
a la facultad de disponer. Y el retracto es la obligacién que tiene el adquirente

(31) «La Administracién o Administraciones actuantes, los consorcios por ellas constituidos
o las entidades o sociedades que los gestionen pueden convenir los términos y condiciones de su
ejecucién con los propietarios de edificios, pisos o locales, las comunidades de propietarios y agru-
paciones de éstas. Los convenios pueden incluir las ayudas piblicas previstas.

En los supuestos en que se den las condiciones necesarias al efecto, para edificios concretos
y también mediante convenio, puede establecerse la ejecucién privada de la rehabilitacién por
empresas que, individualmente o agrupadas y sustituyendo a la propiedad del inmueble, asuman
la realizacién a su costa de la totalidad de las obras a cambio de la cesién de parte determinada
del edificio rehabilitado.»
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del bien o derecho de comunicar la adquisicién al titular del derecho, con el fin
de que éste pueda comprobar la coincidencia entre la transmisién proyectada
y la efectivamente realizada. (32)

En el caso de los derechos de tanteo y retracto del articulo 15 de la Ley
del derecho a la vivienda, el primero supone una potestad establecida a favor
de un sujeto piblico que le permite, en un perimetro previamente establecido,
subrogarse en el lugar del adquirente en aquellas transmisiones onerosas que
se prefendan realizar sobre los bienes y derechos previamente determinados.
Mientras el refracto constituye un mecanismo de garantia que permite la subro-
gacién en el lugar del adquirente del bien o derecho cuando se hubiese omitido
o falseado la obligacién de realizar la comunicacién de la citada transmisién.

Esta técnica puede tener mucho sentido en dreas degradadas para evitar
que la degradacién se traspase al precio y se perpetie. En el marco de estas
reflexiones generales sobre el concepto de tales derechos, cabe plantear su
utilidad como instrumento de gestién piblica, cuestién asociada, como veremos,
a la concreta regulacién legal existente.

En particular, es razonable plantearse la eficacia real de estos derechos en
el desarrollo de politicas piblicas, teniendo en cuenta que, si bien no directa-
mente en el dmbito de la vivienda hasta la Ley del derecho a la vivienda, hace
ya décadas que se encuentran regulados en la legislacién urbanistica, siendo
su uso, por decirlo suavemente, escaso.

sPor qué ocurre tal cosa? ;Sucederd lo mismo con la aplicacién futura del
articulo 15 de la Ley del derecho a la vivienda?

Respecto a la primera cuestién, la respuesta a la misma no deberia olvidar el
hecho de que, a diferencia de otros ordenamientos juridicos como es el caso del
francés, (33) la regulacién existente hasta la fecha de estos derechos ha supuesto
una fransposicién mimética de la civil, dejando en manos de los propietarios
la fijacién de los precios objeto de tanteo, lo que, como es obvio, afecta a la

(32) RamOs MEDRANO, J.A. (1995): Los derechos de tanteo y retracto en la legislacién urba-
nistica, Dykinson, p. 23.

(33) En ocasiones, se ensalza el mecanismo juridico equivalente francés (droit de préemption)
y, sobre todo, su efectiva y no inusual utilizacién por las administraciones galas, que se pretenderia
fuera similar en Espafia y Catalufia. Sin embargo, se olvida un aspecto crucial del sistema francés: la
Administracién no tiene por qué aceptar el precio de venta, pudiendo acudir, si lo considera excesivo,
a la infervencién de la jurisdiccién competente en materia expropiatoria, la cual fijard el precio (no
se trata de una indemnizacién) vinculante. Naturalmente, este pequefio detalle juridico condiciona
la eficacia de la institucién y su uso al servicio de politicas publicas activas de proteccién de una
serie de infereses generales, incluido la generacién de vivienda asequible no segregada. Sobre el
sistema francés, puede consultarse MORAND-DEVILLER, Jacqueline (2006): Droit de I'urbanisme, Dalloz,
79 edicién, p. 70-77. Debo agradecer al sefior Manuel Monfort Pastor la iluminacién sobre este
punto, mediante la lectura de su trabajo «El patrimoni muncipal de sol i habitatge. L'experiéncia de
Mataré», elaborado durante el Curso de Postgrado en Gobierno Local de la Facultad de Derecho
de la Universidad de Barcelona, en su 5¢ edicién.
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operatividad prdctica de la institucién. (34) Cuando la situacién econdmica es
boyante y los precios de los inmuebles altos, tales derechos serdn raramente
ejercidos por las administraciones urbanisticas, ante los precios a pagar. Por el
contrario, en momentos de recesién, como el actual, si bien ocurrird lo contrario,
lo cierto es que la marcha econémica también afectard a los ingresos pUblicos vy,
en consecuencia, a la disponibilidad presupuestaria para adquirir inmuebles.

En cuanto a la segunda cuestién planteada, en relacién especifica con el
articulo 15 de la Ley, debe tenerse en cuenta, en referencia a lo anteriormente
expuesto, la existencia de una particularidad en la ley. Efectivamente, ahora el
articulo 15.4 de la Ley sefiala que:

«Los derechos de tanteo y retracto pueden ser ejercidos por la Administra-
cién poblica ya sea por cuenta propia, ya sea en favor de los promotores a los
que se refiere el articulo 51, ya sea en favor de los sujetos a los que se refiere

el articulo 87.3.» (35)

Ahora bien, es este caso, el articulo 15.5 sefiala que la Administracién
«puede», mds bien debe, pues ese es el sentido de que terceros se beneficien
del ejercicio de tales derechos:

«Fijar unas condiciones respecto al uso y la dedicacién del inmueble que
aseguren que su destino esté vinculado a las politicas sociales de vivienda del
municipio. Estas condiciones pueden consistir en exigir que una parte del inmue-
ble se destine a viviendas de proteccién oficial o vinculadas a politicas sociales,
més allé de los porcentajes méximos de reserva establecidos por el articulo 17
y por el Decreto legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de urbanismo.»

d) Ruina, responsabilidad y retorno

En cuanto a los supuestos de ruina, la conocida desconexién entre el resul-
tado, la ruing, y la causa de la misma, puede llegar a hacer atractivo el incum-

(34) Como es sabido, la jurisprudencia civil insiste en que el ejercicio de tales derechos
implica el pago del precio real de la cosa (por ejemplo, STS de 30 de marzo de 1995, Sala Civil).
Salvando, naturalmente, el supuesto de viviendas sujetas a régimen de proteccién piblica y, por
tanto, con precio limitado, en que el tanteo y retracto no puede ejercitarse por un precio superior al
fijado en la normativa (articulo 228 Reglamento Ley urbanismo de Catalufia), aspecto no recogido
explicitamente en el articulo 15 de la Ley.

(35) El articulo 51 se refiere a los promotores sociales de vivienda. El articulo 87.3 se refiere
a los siguientes sujetos: La Administracién de la Generalitat ejerce los derechos de adquisicién en
beneficio propio, del municipio o de los promotores piblicos a que se refiere el articulo 80.2,
asi como en favor de entidades sin &nimo de lucro cuyo objeto sea el alojamiento de colectivos
vulnerables que necesitan una tutela especial, o en favor de personas fisicas inscritas en el Registro
de Solicitantes de Vivienda de Proteccién Oficial, que deben subrogarse en la posicién de la Admi-
nistracién. En este Gltimo caso, la persona beneficiaria del derecho de adquisicién es la que sea
seleccionada en el proceso de adjudicacién establecido por la presente ley para la adjudicacién
de viviendas de proteccién oficial.
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plimiento del deber de conservacién por parte de los propietarios, pues éste
termina con la ruina y es conocido el efecto de la misma sobre los ocupantes
del inmueble.

Para la Ley catalana, el elemento causal ha adquirido, sin embargo, gran
relevancia, como acredita su articulo 31 y expone SIBINA, a quien volvemos a
seguir en este punto. Este precepto establece que las declaraciones de ruina
deben contener un pronunciamiento respecto a si la situacién ha podido derivarse
o no de un incumplimiento previo del deber de conservacién del edificio, y afiade
que si la situacién de ruina se deriva de un incumplimiento del deber de conserva-
cién y rehabilitacién, debe incoarse el expediente sancionador correspondiente,
de acuerdo con lo establecido por los articulos 123 y 124. Y concluye que una
vez transcurridos dos afios desde el momento de la resolucién administrativa de
declaracién de ruina sin que se haya sustituido o rehabilitado el edificio, sin
causa justificada, la Administracién competente puede incluirlo en el Registro
Municipal de Solares sin Edificar. (36) A su vez, el articulo 34.2 establece que
los ocupantes legales que tengan su residencia habitual en edificios objeto de
conservacién y rehabilitacién o en edificios declarados en ruina por una resolu-
cidén administrativa, si no son responsables del deterioro, tienen el derecho de
retorno, que corre a cargo del propietario o propietaria del inmueble, alterando
asi el régimen general del que hablamos en su momento.

Como sefala SIBINA, «al valorarse necesariamente en el procedimiento de
declaracién de ruina el incumplimiento del deber de conservacién, al margen
de si fue o no requerido el propietario por el arrendador (aspecto muy relevante
en la jurisprudencia civil), y las consecuencias sobre los ocupantes legales de
la declaracién de ruing, la Ley catalana derecho a la vivienda posibilita una
defensa mucho mds precisa e intensa de los intereses de éstos. En concreto
podrén: a) recabar de la Administracién un pronunciamiento expreso sobre el
derecho de retorno, si se declara la ruina, o b) solicitar ayudas directas para
el pago del alquiler, (37) para poder hacer frente a los incrementos de renta
que se deriven de la repercusién del coste del cumplimiento de las érdenes de
ejecucién de obras de conservacién, si no se declara la ruina o aun declarada
se realizan las obras de conservacién y rehabilitacién. También los propietarios
del parque privado de viviendas en alquiler con baja rentabilidad a causa de
la existencia de contratos anteriores a 9 de mayo de 1985, de prérroga for-
zosa, podrdn solicitar el establecimiento de convenios entre la Administracién
competente que establezcan ayudas para compensar los diferenciales entre los

(36) Articulos 171 a 176 Ley de urbanismo de Catalufia.

(37) El articulo 72 Ley del derecho a la vivienda de Catalufia, que regula el sistema de pres-
taciones para el pago del alquiler, establece en su primer apartado que el departamento competente
en materia de vivienda debe establecer un sistema de prestaciones para el pago del alquiler para
las personas y las unidades de convivencia residentes en Catalufia con ingresos bajos y moderados
a las que el coste de la vivienda puede situar en riesgo de exclusién social residencial o dificultar
el proceso de insercién social.
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alquileres percibidos y los alquileres que asegurarian el equilibrio econémico
(articulo 35.3 Ley catalana derecho a la vivienda), a la vista del coste de las
obras de conservacién y rehabilitacién» (38).

e] Acoso inmobiliario, viviendas desocupadas, infravivienda, sobreocu-
pacién

El andlisis del acoso inmobiliario (vid. infra, a propésito de la igualdad)
de las viviendas desocupadas, de la infravivienda y de la sobreocupacién nos
llevaria demasiado lejos y excede de las posibilidades de este documento. Sin
embargo conviene sefialar que la regeneracién urbana no puede prescindir
de estas realidades, que deben ser detectadas y afrontadas en el marco de la
misma.

En cuanto a las viviendas desocupadas, la infravivienda y la sobreocupa-
cién, en el caso cataldn, la ley del derecho a la vivienda contiene la regulacién
mds completa sobre estos aspectos en el panorama estatal. El art. 41 de la ley
sefiala como utilizaciones anémalas de las viviendas la desocupacién perma-
nente, la sobreocupacién y la infravivienda, definidas respectivamente por los
articulos 3, d, 3, e i 3 f (39), considerando a las dos primeras como un incum-
plimiento de la funcién social de la propiedad de las viviendas, de acuerdo con
el art. 5.2 apartados b y c (40).

(38) SiBINA, op. cit., pp. 406y 407.

(39) Que contiene las siguientes definiciones a los efectos de la ley:

«d) Vivienda vacia: la vivienda que queda desocupada permanentemente, sin causa justificada,
por un plazo de mds de dos afios. A tal efecto, son causas justificadas el traslado por razones
laborales, el cambio de domicilio por una situacién de dependencia, el abandono de la vivienda en
una zona rural en proceso de pérdida de poblacién y el hecho de que la propiedad de la vivienda
sea objeto de un litigio judicial pendiente de resolucién.

e) Vivienda sobreocupada: la vivienda en la que se alojan un ndmero excesivo de personas,
en consideracién a los servicios de la vivienda y a los esténdares de superficie por persona fijados
en Catalufia como condiciones de habitabilidad. Se exceptian las unidades de convivencia vincu-
ladas por lazos de parentesco, si el exceso de ocupacién no supone incumplimientos manifiestos
de las condiciones exigibles de salubridad e higiene ni genera problemas graves de convivencia
con el entorno.

f) Infravivienda: el inmueble que, aun careciendo de cédula de habitabilidad y no cumpliendo
las condiciones para su obtencién, se destina a viviendas.

(40)  «Existe incumplimiento de la funcién social de la propiedad de una vivienda o un edificio
de viviendas en el supuesto de que:

a) Los propietarios incumplan el deber de conservacién y rehabilitacién de la vivienda, siempre
que ello suponga un riesgo para la seguridad de las personas y se les haya garantizado, si demues-
tran su necesidad, las ayudas piblicas suficientes para hacer frente al coste de la conservacién o
rehabilitacién de la vivienda.

b) La vivienda o el edificio de viviendas estén desocupados de forma permanente e injustificada,
en las condiciones establecidas por el articulo 42.6.

c) La vivienda esté sobreocupada. «
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Por razones de espacio no podemos detenernos en el andlisis de las tres
figuras aludidas (41), aunque més adelante algo se dird a propésito del cuarto
aspecto mencionado, el acoso inmobiliario, en relacién con el derecho a la
igualdad y la regeneracién urbana.

f) Inspecciones Técnicas de Viviendas

En cuanto al deber de conservacién del propietario, la ley catalana prevé
las inspecciones técnicas de viviendas, pero no la impone directamente, sino
que difiere a su imposicién a programas de inspecciones autonémicos o locales
u ordenanzas (art. 28). Las soluciones en otras legislaciones autonémicas son
dispares, en algunos casos parecidos a la catalana, en ofros casos estableciendo
directamente por ley la obligacién y el plazo para la primera inspeccién.

Sin embargo, establecer la obligacién de mantener las construcciones y
edificaciones en las condiciones de uso efectivo parece que conlleva la necesidad
de una inspeccién periédica. Sin embargo, no podemos olvidar que si la primera
inspeccidn, sea ya por el plazo fijado por el legislador (cuando debe realizarse a
los cincuenta afios), ya por el hecho de que la primera se realizaré en edificacio-
nes que nunca han sido inspeccionadas (y que su construccién puede remontarse
a muchisimos afios), debe tenerse un especial cautela frente a la irrupcién de
un gran nimero de declaraciones de ruina, por todos los efectos que ya hemos
comentado. Quizds este extremo explique las soluciones diversas y que en algunos
casos se habilite a los municipios para determinar el alcance concreto.

Ahora, el art. 21 del Real Decreto Ley 8/2011 ha establecido la obligato-
riedad de la inspeccién técnica de edificios con una antigiedad superior a 50
afos, salvo que las CCAA fijen una distinta, cuando estén destinados «preferen-
temente» a uso residencial si estdn situados en municipios con poblacién superior
a 25.000 habitantes (salvo que las CCAA fijen ofros estdndares poblacionales
o disponga la aplicacién de la inspeccién a otros municipios distintos con las
excepciones precisas «cuando las circunstancias lo aconsejen») y en municipios
que las Administraciones incluyan en las dreas o los entornos metropolitanos que
delimiten (Disposicién adicional Tercera). Asimismo, corresponde a las CCAA
y los municipios (éstos dentro de los minimos estatales y autonémicos) determi-
nar la forma, plazos y condiciones de las inspecciones. Parece que éste es un
dmbito donde las Entidades colaboradoras de las Administraciones Piblicas
pueden llegar a tener un papel relevante, ante la falta de medios propios de
las Administraciones para realizar tales inspecciones.

g) Declaracién de dreas de conservacién y rehabilitacién

Finalmente, hacer notar que la ley del derecho a la vivienda (art. 37) incor-
pora la visién integral de la rehabilitacién mediante la regulacién que efectia
de la declaracién de dreas de conservacién y rehabilitacién, en las cuales las

(41)  Vease PONCE y SBINA, Coords. (2008), pp. 463 y ss.
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técnicas antes vistas (derechos de tanteo y retracto, por ejemplo) entran en accién
para afrontar problemas aludidos antes (por ejemplo, sobreocupacién).

Por Gltimo, pero no con menor relevancia, el nivel local debe ser también
aludido, poder local competente, art. 25.2 d LBRL, de acuerdo con lo que sefalen
las leyes autonémicas correspondientes. En este dmbito, también debe tenerse en
cuenta el potencial regulador de la mano de planes y ordenanzas locales (42)
y la importancia de contar con las capacidades y recursos precisos (know how,
vinculada a la formacién, inspeccién, etc). Reflexién que nos llevaria demasiado
lejos en estos momentos.

Conviene terminar este apartado apelando al concepto de gobernanza. (43)
Probablemente sea la necesidad de construir en el futuro redes con elementos
pUblicos y privados (pero donde el papel de ambos no puede ser idéntico debido
a la responsabilidad publica en el ejercicio de sus competencias encomendadas
y en el servicio al interés general, arts. 103.1 CE, art. 12 Ley 30/1992), en
las que los intereses generales (entendidos como intereses no trascendentes a
los de los ciudadanos y compuestos por intereses piblicos y privados, aunque
no por mera adicién) sea uno de los temas relevantes en éste y otros dmbitos.
Porque, en definitiva, a las personas y familias les preocupa que la regeneracién
urbana mejore su calidad de vida y proteja y promocione sus derechos, no tanto
el nivel especifico de poder o la férmula (pdblica, privada, piblico-privada) de
garantizarle la efectividad de los mismos. Urge, pues, una actuacién, decidida
de todos los niveles de poder (de acuerdo con el principio de solidaridad y
de lealtad institucional (44), en colaboracién con el sector privado cuando sea
posible (véase Infra), sin renunciar a las competencias y responsabilidades que
el ordenamiento le entrega y exige ejercer), pero eso si, no a pesar del sistema
vigente de distribucién competencial, sino mediante su respeto.

lll. DERECHOS Y REGENERACION URBANA

Desde la perspectiva aqui adoptada, como se ha dicho, la regeneracién
urbana no es sélo la rehabilitacién fisica de un edificio o la renovacién fisica
de un drea urbana. Rehabilitar, renovar, regenerar no supone sélo activar la

(42) Un ejemplo referido a las inspecciones Técnicas de Viviendas en el caso cataldn se ha
expuesto antes, al citar el art. 28.2 de la ley del derecho a la vivienda.

(43) Cerrio, A. (coord.) (2007): Governanca i bona administracié, EAPC (consultable gra-
tuitamente en: http://www.eapc.cat/publicacions/material /022/materials22.pdf ).

(44) A este principio juridico de actuacién piblica, derivado por la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional del Texto Fundamental y recogido en el nivel legal por los arts. 4 y ss. de la Ley
30/1992, se refiere el art. 111.6 del Proyecto de Ley de Economia Sostenible:

«Todas las Administraciones Piblicas deben cooperar para asegurar la efectiva ejecucién de las
actuaciones de renovacién y rehabilitacién urbana, especialmente la aplicacién coordinada de las
medidas, los fondos, las ayudas y los beneficios, incluidos los previstos en programas comunitarios,
que sean aplicables por razén de los objetivos perseguidos.
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economia de un pais (sostenibilidad econémica), avanzar hacia la sostenibilidad
ambiental de edificios, dreas urbanas y ciudades o mantener el «orden pdblico»
conteniendo procesos de degradacién con posibles efectos explosivos en dreas
concretas (sélo hace falta recordar la situacién de las banlieus francesas). Reha-
bilitar, renovar, regenerar, también implica:

a) Tener una idea sistémica de ciudad, a la que ha aludido, desde una pers-
pectiva juridica, el Tribunal Supremo espafiol. Desde el entendimiento
de las ciudades como sistemas, tal y como sefala la STS de 19 de julio
de 1988 (Ar. 6084), la existencia de dreas urbanas enfermas no es un
problema que pueda circunscribirse ferritorialmente, conectarse con una
clase de personas marginales y ser olvidado. Desde la perspectiva de
las ciudades como un todo interconectado, las dreas urbanas enfermas
también enferman al resto de la ciudad (cfr. Jacogs, J., Muerte y vida
de las grandes ciudades, Peninsula, Madrid, 1967).

b) Respetary hacer efectivos diversos derechos constitucionales implicados,
tarea que estd incluida en la bisqueda del interés general mediante la
regeneracion.

Esta dltima reflexién nos conduce derechamente a la parte final de la expo-
sicién, que se concentrard en el impacto de la rehabilitacién en los derechos
constitucionales con expresién territorial, en la ciudad.

1. Derechos en la ciudad, derecho a la ciudad y medio urbano
sostenible. ¢(Le pedimos demasiado a la regeneracién urbana?

En este sentido, como se avanzé, no hay que concentrarse exclusivamente
en el impacto de la regeneracién urbana en los derechos de propiedad. Existen
diversos derechos que también se ejercen en la ciudad y que estdn afectados,
de un modo u ofro, por las politicas piblicas existentes (o, en su caso, inexis-
tentes, esto es, por acciones u omisiones) en materia de urbanismo y vivienda
en general y de rehabilitacién en particular (45)

Lentamente, parece caminarse hacia un reconocimiento técnico-juridico
futuro de un derecho a la ciudad y de sus consecuencias concretas en la gestién
pUblica y en la colaboracién privada. Aunque debe advertirse, como se notard,
que nos encontramos en una fase ain temprana, en process, por asi decirlo, de
«invencién» del derecho a la ciudad, como en el pasado han sido «inventados»
otros derechos en la historia (HunT, 2009) (46).

La intima relacién de las funciones urbanas debe matizar toda distincién
tajante entre ordenacién del territorio, urbanismo y vivienda y llevar al enten-

(45) Lo que sigue en el texto se basa en diferentes trabajos nuestros, aludidos en la biblio-
grafia final, aunque se han adaptado al objeto especifico de este documento y se han actualizado
diversas referencias.

(46) Hunr, L., La invencién de los derechos humanos, Tusquets, 2009.
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dimiento de la vivienda no sélo como el mero soporte fisico habitacional sino
también como el medio ambiente urbano en el que éste se inserta, como ha
puesto de relieve, por ejemplo, Bassots (1983, pp. 167 y ss.). Para dar cuenta
de este sentido amplio de vivienda, la doctrina francesa y el propio Derecho
francés utilizan el concepto de hdbitat, que corresponde a la vivienda en su
entorno urbano y social (DEscHAMPS, 1998, pdgina 23). En ese sentido, tam-
bién la legislacién francesa alude a la existencia de un derecho a la ciudad
(art.1 de la Ley n° 91-662, de 13 de julio, d orientation pour la ville), el cual
es también reconocido por la reciente Carta Europea de Salvaguarda de los
Derechos Humanos de 2000, suscrita por diversas ciudades espariolas, en la
que se indica en su art. 1 que la ciudad.

«es un espacio colectivo que pertenece a todos sus habitantes que tienen derecho
a encontrar las condiciones para su realizacién politica, social y ecolégica, asu-

miendo deberes de solidaridad» (47).

Las profundas relaciones entre urbanismo y vivienda y ordenacién del territo-
rio, y los derechos en ellos involucrados, estén siendo reconocidas paulatinamente
por la legislacién autonémica en Espafia. Esta ha recogido diversos principios
y directrices de actuacién piblica que conectan a la vivienda con su entorno
La legislacién autonémica més reciente también ha conectado la ordenacién
del territorio con el urbanismo y la vivienda especificamente (por ejemplo, Ley
canaria 2/2003, de 30 de enero, de vivienda, cuyos articulos 26 y ss y 73
y ss. aluden a los Planes insulares de Ordenacién y a los Planes de Vivienda
como instrumento de ordenacién supramunicipal de la vivienda o ley catalana
18/2007, de 28 de diciembre, que crea el Plan Territorial Sectorial de Vivienda)
y ha impulsado mecanismos de lucha contra la segregacién y la exclusién. Es el
caso de la previsién de medidas de fomento especificas para ciertos barrios en
dificultades (Ley catalana 2/2004, de 4 de junio de mejora de barrios, dreas
urbanas y villas que requieren una atencién especial, ya citada) o de la previsién
legal de reservas obligatorias de suelo para vivienda protegida a incluir en el
planeamiento urbanistico, técnica ya comin en numerosas legislaciones urbanis-
ticas autonémicas, a la que luego nos referiremos con algo més detalle.

La actividad urbanistica en general y la vinculada con la regeneracién
en particular —en desarrollo de todos los derechos constitucionales aludidos y
de las regulaciones legales existentes— parece que debe, pues, garantizar un
medio ambiente urbano adecuado, que, en lo que ahora nos interesa, permita la
cohesién social y territorial y no facilite procesos de exclusién o fractura social,
lo que incorpora la necesidad de evitar fenémenos segregativos que afectan con
mayor virulencia a los ya mencionados colectivos vulnerables.

(47) Como es sabido, numerosas ciudades espafiolas han firmado la Carta. Pero, simplificando
ahora, los derechos recogidos en la misma no son exigibles judicialmente, puesto que la Carta no
obliga a los firmantes mds que a recoger en sus normas (éstas si, exigibles) sus previsiones.
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El Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley de Suelo, en adelante TR de 2008, parece ofrecer otro
enfoque distinto al més limitado y tradicional, desde las competencias estatales,
que se continda en el proyecto de ley de Economia sostenible, al aludir en su art.
108 al «medio urbano sostenible». En este sentido, es interesante la lectura de la
Exposicién de Motivos de la mencionada ley de suelo estatal, especialmente de su
apartado Il, que resume tales caracteristicas esenciales. Se insiste repetidamente
en el papel de la ordenacién territorial y urbanistica en garantia efectiva del
desarrollo urbanistico y territorial sostenible (ambiental, econédmico y social), de
la igualdad y de la cohesién social, como integrante del mismo (véase el art. 2
en general y el art. 10 en relacién con la vivienda asequible). Como sefala el
apartado Il de la Exposicién de Motivos la ley define tres estatutos subjetivos
bdsicos que cabe percibir como tres titulos concéntricos: el de ciudadania, el
régimen de la iniciativa privada para la actividad econémica y el estatuto de
la propiedad. A nuestros efectos, nos interesa singularmente el primero, que la
citada Exposicién caracteriza de este modo:

«en general, en relacién con el suelo y la vivienda, que incluye derechos y deberes
de orden socio-econémico y medioambiental de toda persona, con independencia
de cudles sean su actividad o patrimonio, es decir, en el entendimiento de la
ciudadania como un estatuto de la persona que asegure su disfrute en libertad de
un medio en el que vive, su participacién en la organizacién de dicho medio y su
acceso igudlitario a las dotaciones, servicios y espacios colectivos que demandan
la calidad y la cohesién del mismo»

Desde la perspectiva, pues, del derecho a la ciudad y del hdbitat o medio
ambiente urbano, se constata que la ciudad [y la vivienda que forma parte de
ella) estd condicionando una serie de derechos que precisan de un espacio
fisico para ser ejercidos.

Desde el dmbito juridico, la superacién de los viejos paradigmas anclados
en la proteccién judicial del derecho a la propiedad como centro de atencién del
Derecho viene de la mano del paulatino descubrimiento de la relacién existente
entre éste y una serie de derechos constitucionales, notablemente condiciona-
dos por el tipo de ordenacién urbanistica y territorial que pueda realizarse.
Asimismo, desde un punto de vista urbanistico, algunos de estos derechos (asi,
educacién, libertad religiosa, los vinculados con la seguridad o vivienda, como
luego veremos) deben forzar a una reflexién més profunda sobre el papel de
los sistemas urbanisticos y las dotaciones, en general, y, en particular, de los
equipamientos comunitarios (ASCHER, 2004, 76-77, por ejemplo, aboga por un
replanteamiento del papel y tipo de equipamientos en la actualidad, desde una
perspectiva urbanistica més amplia).

En definitiva, la conocida aportacién de LEFEBVRE respecto al derecho a la
civdad, situada todavia en una aproximacién tedrica general, empieza a ser tecni-
ficada ya por diversas normas juridicas, sobre la base de reconocer las conexiones
entre los diversos niveles de regulacién del uso del suelo y, como veremos, de la
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conexién entre diversos derechos constitucionales, reconociendo la importancia
del espacio urbano en la vida de las personas (insistiendo en el componente de
la evitacién de la segregacién urbana de este derecho, Dukg, 2009).

No cabe duda que en los especificos programas de regeneracién urbana,
todas estas perspectivas deberdn ser consideradas. Alguien podria aludir que esto
supone sobrecargar a la actividad de rehabilitacién con excesivas exigencias que
exceden su molestia. Sin embargo creemos que las exigencias no son excesivas,
sino las que se derivan del marco constitucional vigente y de derechos bdsicos de
las personas; que sélo existird sobrecarga si se siguiera considerando la regenera-
cién como pura operacién fisica, que incide sobre la piedra y, en consecuencia, se
articularan los saberes y capacidades de gestién sélo en torno a esta idea. Por el
contrario, la progresiva asuncién de los derechos en la ciudad y del impacto de la
regeneracién sobre los mismos deberia conducir a reforzar la transversalidad de las
politicas pblicas urbanas, la coordinacién y colaboracién entre niveles de poder
y administraciones pUblicas y el disefio de los 6rganos y procedimientos precisos
para dar la respuesta adecuada a unas necesidades que no son inventadas ni
excesivas, aunque fampoco simples ni féciles de gestionar en el territorio.

2. Regeneraciéon urbana y derecho a la vivienda

Si comenzamos un breve repaso de alguno de los derechos aludidos, con
impacto territorial y afectados por la regeneracién, es inevitable aludir al dere-
cho a la vivienda.

sHa sido la relacién entre vivienda asequible suficiente y no segregada y
regeneracién una relacién débil, més allé del puro realojamiento?

A la vista de la experiencia, puede ser ésta una pregunta licita que debiera
hacernos reflexionar.

Por ello, las oportunidades que abren las actuaciones de transformacién
urbanistica en suelo urbano consolidado y las de dotacién en suvelo urbano
consolidado debieran aprovecharse para generar no sélo vivienda en mejores
condiciones fisicas, sino mds vivienda asequible. Su generacién en suelo urbano
consolidado y no consolidado mediante las actuaciones de transformacién urba-
nistica (48) pertinentes [en el primer caso, de dotacién, precisamente (49)] parece

(48) El art. 110.1 de la LS y el art. 18.1 del Real Decreto-ley 8/2011 consideran a las
actuaciones de renovacién, rehabilitacién urbana y regeneracién urbana como actuaciones de trans-
formacién urbanistica, de acuerdo con el art. 14.1 LS, siéndoles aplicables el régimen legal de las
actuaciones de urbanizacién o dotacién, segin cudl sea su objeto.

(49) Los propietarios de suelo urbano afectados estardn obligados a ceder terrenos dotaciona-
les y a entregar el porcentaje piblico de plusvalias en proporcién al incremento de aprovechamiento
que determine la legislacién ademas de los costes de urbanizacién, cuando se produzea un incremento
de la edificabilidad existente y/o se cambie el uso por otro mds lucrativo, como sefiala la doctrina
(RoGER, 2012, 151, MENENDEZ ReixacH, 2011, 36, TEJEDOR, 225).
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necesaria para afrontar el grave problema espafol de vivienda asequible no
segregada. Esto es, en caso de regeneracién vinculada a la reforma interior
en suelo urbano no consolidado o actuaciones de dotacién en suelo urbano
consolidado, existen diversos mecanismos para inyectar mds vivienda asequi-
ble, mediante las técnicas de la reserva de techo para vivienda protegida o la
generacién de viviendas dotacionales.

— En cuanto a las reservas para viviendas protegidas, técnicas parecidas
se han desarrollado ya en otros ordenamientos juridicos (inclusionary zoning
en EE.UU, planing obligations en el Reino Unido, obligaciones derivadas del
art. 55 de la Ley sobre solidaridad y renovacién urbana, de 2000, en Francia)
y han empezado a explorarse en Espafia, sobre todo de la mano de reciente
legislacién autonémica.

El desarrollo sostenible en su vertiente social conecta con el derecho a
la vivienda del art. 47 CE (y 26 y 47 del Estatuto de Autonomia cataldn, por
ejemplo). El TR de 2008 contiene diversas previsiones referidas al derecho a la
vivienda, en sus arts. 2.3, in fine, 4,a, 10 b, 16.1,b, 19 (referido a la declara-
cién de obra nueva) 6 38 y ss (referidos a los patrimonios publicos de suelo y
al derecho de superficie, que no serdn considerados aqui).

En especial, una técnica legislativa interesante para el cumplimiento de
los mandatos constitucionales y legales antes aludidos es el establecimiento de
reservas de suelo donde se construyan viviendas asequibles, esto es, de acuerdo
con nuestro sistema, viviendas sometidas a algin régimen de proteccién piblica.
Estamos, en definitiva, ante estdndares urbanisticos, esto es, criterios materiales
de ordenacién que necesariamente han de ser atendidos en el plan, introducidos
en nuestro ordenamiento juridico, por inspiracién del italiano, en la Ley de 1975
y que, obviamente, limitan la discrecionalidad urbanistica municipal, sin que
quepa por ello, a priori, sostener una vulneracién de la autonomia municipal
constitucionalmente garantizada.

Conviene plantearse, ahora desde una perspectiva econdmica, si se trata
de una técnica Otil para generar vivienda asequible no segregada. Lo cierto
es que, como hemos tenido ocasién de exponer en otros momentos, diversos
ordenamientos juridicos de nuestro entorno utilizan técnicas parecidas. Algunas
voces han planteado la inadecuacién de esta técnica desde un punto de vista
econémico, dado que, se sostiene, no resuelven el problema de la asequibilidad
de la vivienda y, ademds, encarecen las viviendas no sometidas a proteccién
pUblica (las «libres»), dado que los beneficios empresariales no obtenidos en
unas se cargardn en las otras. Debe notarse, sin embargo, que tales opiniones
carecen de base en estudio empirico alguno. Bien al contrario, alguna experien-
cia espafiola, como es el caso de la ciudad de Vitoria, parece demostrar que tal
técnica, usada en cantidades significativas (en el caso de Vitoria por encima del
50% de la oferta inmobiliaria, superando a la privada) no encarece el precio de
las viviendas «libres», bien al contrario, presiona para su estancamiento y permite
aumentar el parque de viviendas protegidas (BURON, 2006). Ademds, desde una
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perspectiva global, RocA ha demostrado empiricamente como «La construccién
de viviendas protegidas no sélo facilita el acceso al mercado de los sectores
mds desfavorecidos sino que,a su vez, contribuye a mejorar la accesibilidad del
conjunto de la poblacién ya que incide moderando los precios residenciales de

la vivienda libre.» (Roca, 2008).

Prescindiendo ahora de otros interesantes antecedentes en normas estatales,
el TR de 2008 establece una reserva de dmbito estatal para vivienda sujeta a
un régimen de proteccién piblica, conteniendo una regulacién material en su
art. 10 b y un régimen transitorio.

La regulacién material exige una reserva para vivienda con un régimen de
proteccién publica que al menos permita establecer su precio méximo de venta
o alquiler, que se cifra en un estdndar minimo del 30% de la edificabilidad
residencial prevista por la ordenacién urbanistica en el suelo que vaya a ser
incluido en actuaciones de urbanizacién (art. 10 b). La Ley prevé también que
la legislacién autonémica sobre ordenacién del territorio y urbanismo pueda
aumentar o reducir tal reserva, siempre, en el segundo caso, que se califica de
excepcional, respetando diversos limites, entre los que se halla que la distribucidn
de su localizacién sea respetuosa con el principio de cohesién social.

Fuera del dmbito de la legislacién estatal, la técnica de la reserva de suelo
para viviendas protegidas estd siendo impulsada por las modernas legislaciones
autonémicas, que desde los afios noventa del pasado siglo la estén contemplando
en sus leyes urbanisticas. Si algdn rasgo caracteriza la legislacién urbanistica auto-
némica referida a reservas de vivienda protegida es la identidad de su finalidad
(el logro del derecho del art. 47 CE y de la cohesién social) y la heterogeneidad
de las regulaciones concretas y de las técnicas legales empleadas: previsién
como facultad o como obligacién municipal, y ain dentro de este supuesto, como
potestad reglada o como potestad con &dmbitos valorativos referidos, por ejemplo,
a la cuantia de la reserva; exigencia de porcentajes distintos cuando éstos vienen
detallados; inclusién o exclusion de clases de suelo, etc (PONCE, 2002).

El caso vasco es especialmente significativo, dada su temprana regulacién
sobre esta materia, contenida ahora en el art. 80 y en el art.82 de la Ley
2/2006, de 30 de julio, de suelo y urbanismo. En el caso cataldn, debe tenerse
en cuenta, sobre todo, el art. 57.3 de la Ley de urbanismo vigente, y los pre-
ceptos concordantes, los cuales cifran ahora, tras la modificacién operada por
el Decreto Ley 1/2007, en un 30% el estandar genérico establecido para los
POUM (del cual un 20% se tiene que destinar a viviendas con proteccién oficial
de régimen general y de régimen especial y un 10% a viviendas con proteccién
oficial de precio concertado, de conformidad con la DA 4° de la Ley del dere-
cho a la vivienda), que aumenta hasta el 40% (con un 10% destinado a ofras
medidas de estimulo de la vivienda asequible) en el caso de municipios de mds
de 10.000 habitantes y capitales de comarca. En el caso de las denominadas
Areas Residenciales Estratégicas, el estandar de reserva de suelo para viviendas
protegidas alcanza el 50%.
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En el dmbito de las dreas urbanas ya construidas, esto es en suelo urbano
consolidado, particular importancia tiene la posibilidad de inyectar vivienda
protegida, por lo que cobran relevancia preceptos como el art. 66.4 del Decreto
catalén 305/2006, de 18 de julio, que desarrolla la ley de urbanismo cata-
lana, que prevé que el planeamiento pueda establecer calificaciones relativas
a vivienda protegida en suelo urbano consolidado, tanto en caso de nuevas
construcciones como de gran rehabilitacién de las existentes, destinando total
o parcialmente la edificacién a vivienda protegida. Ahora, el art. 17.3 de la
Lley catalana 18/2007, de 28 de diciembre, reitera tal habilitacién, con rango
lega (50)I, con ciertas limitaciones (51). Sin duda, tales previsiones habrén de
permitir politicas publicas dirigidas al logro de la sostenibilidad y la mezcla
social, a la que luego nos referiremos, también en las dreas urbanas ya cons-
truidas y no sometidas a operaciones de reforma interior.

Un aspecto importante conectado con la mezcla social sobre el territorio
como antidoto a la segregacién urbana es la distribucién de la reserva sobre
el territorio, puesto que las reservas de viviendas protegidas, para dar lugar
a un hdbitat digno y adecuado, deben evitar concentraciones espaciales y ser
repartidas equilibradamente por el territorio. En este sentido, lo mejor parece,
en principio, una distribucién uniforme por todos los sectores, aunque a falta
de orientacién legal explicita, quedard en manos de la discrecionalidad plani-
ficadora, en el marco de los principios generales antes mencionados, la deci-
sién sobre la concreta ubicacién (un ejemplo al respecto puede hallarse en la
Sentencia del Tribunal de Justicia de Madrid de 8 de octubre de 2005, RJCA
2005\815, a la que aludiremos luego). El legislador puede orientar dicha dis-
crecionalidad directamente, a favor de la mezcla y la cohesién social. Un buen
ejemplo en esta linea lo constituyen el art. 10.1 A) de la ley 7/2002, de 17
de diciembre, de Ordenacién Urbanistica de Andalucia (en la redaccién dada
por la Ley 13/2005, de 11 de noviembre), que prevé la necesidad de que el
Plan General de Ordenacién Urbanistica asegure «la distribucién equilibrada de
estos tipos de vivienda en el conjunto de la ciudad», el art. 80.4 de la Ley vasca

(50)  «La calificacién urbanistica de suelo que efectie el planeamiento general puede establecer
que la edificacién de uso residencial se destine total o parcialmente a vivienda de proteccién oficial,
tanto en el caso de nuevas construcciones como en el de gran rehabilitacién de los edificios existentes,
pero debe respetar el régimen juridico de las viviendas preexistentes en los casos en que el derribo
de un edificio sea debido a una operacién de sustitucién con realojamiento de los mismos residentes.
Los planes que contengan dichas determinaciones deben incorporar un aplazamiento de la entrada
en vigor, por un plazo de dos afios, para garantizar la viabilidad econémica de las operaciones en
suelo urbano consolidado que se hayan concretado previamente a la aprobacién del plan.»

(51) Mientras que el art. 17.4, derogado ahora por la Ley 9/2011, consagraba la habilitacién
legal para que el planeamiento territorial estableciera como obligatorias calificaciones urbanisticas
para viviendas de proteccién oficial en suelo urbano consolidado en caso de nueva construccién o
gran rehabilitacién (de acuerdo con ciertos limites y orientaciones legales, entre ellos sélo la desti-
nacién parcial de edificios con mds de 5.000 metros cuadrados de techo total edificable, hasta no
mds de un méximo del 20% del mismo).
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2/2006, el cual sefiala el objetivo de «garantizar una calificacién equilibrada
de las reservas que evite los riesgos de la segregacién socio espacial» o el art.
57.4 del Decreto Legislativo cataldn 1/2005, de 26 de julio, el cual sefiala
que «las reservas para la construccién de viviendas de proteccién piblica se
han de emplazar evitando la concentracién excesiva de viviendas de este tipo,
de acuerdo con lo que establece el articulo 3.2, para favorecer la cohesién
social y evitar la segregacién territorial de los ciudadanos en razén de su nivel
de renta».

Ahora, el ya mencionado art. 10, del TR de 2008 sefala que la legisla-
cién autonémica sobre ordenacién del territorio y urbanismo puede prever una
reduccién de la reserva prevista de terrenos para ubicar del 30% de la edifi-
cabilidad residencial prevista siempre que, cuando se trate de actuaciones de
nueva urbanizacién, se garantice el cumplimiento integro de la reserva dentro
del dmbito territorial de aplicacién por el planeamiento y «una distribucién de
su localizacién respetuosa con el principio de cohesién social».

Finalmente, sefialar que tales reservas urbanisticas nada aclaran sobre el
régimen juridico de las viviendas de proteccién piblica que vayan a construirse
sobre tales suelos, el cual viene determinado por la normativa estatal (en la
actualidad, Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula
el Plan Estatal deVivienda y Rehabilitacién 2009-2012) y autonémica en materia
de vivienda. Al respecto, conviene tener en cuenta la STS de 25 de mayo de
2004, que ha negado la posibilidad municipal de establecer tipos especificos
de vivienda protegida, ante la falta de cobertura legal que le otorgue tal compe-
tencia (se trataba de un supuesto en La Rioja). En el Pais Vasco, la Ley 2/2006
(Disposicién Adicional Octava) ha previsto expresamente la posibilidad municipal
de disefiar tipos de vivienda de proteccién piblica (Viviendas Tasadas Munici-
pales), aunque con sujecién a los pardmetros y limites establecidos legalmente
(FERNANDEZ-RuBIO HORNILLOS, 2008).

— Por lo que se refiere a las viviendas dotacionales, es evidente que la
consideracién de la vivienda social como servicio publico o servicio de interés
general conlleva importantes consecuencias conceptuales y politicas. Pero tam-
bién, y eso es lo que nos interesa, técnico-juridicas. A parte de aproximar a la
actividad pdblica en materia de vivienda asequible a otros sectores donde la
misma estd mas desarrollada y poder aplicar soluciones y técnicas ya ensayadas,
permite entender mejor el papel del sector privado en la provisién de vivienda
asequible (e incluso poder operar con categorias como la de obligaciones de
servicio puUblico, que podrian completar el marco ya ofrecido por la funcién
social de la propiedad en el dmbito de las reservas de suelo para vivienda
protegida, por ejemplo).

De otro lado, en el nivel del ordenamiento juridico europeo, la considera-
cién de una actividad poblica como servicio de interés general puede comportar
la modulacién de la aplicacién de las reglas de competencia, de acuerdo con
el art. 86.2 del TCE, lo que tiene una importancia notable y permite entender
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aceptables supuestos, por ejemplo, de cesién de suelo por un Ayuntamiento
a sociedades anénimas mercantiles de capital municipal para la construccién
de vivienda protegida, que el TS ha aceptado aunque con una argumentacién
algo vacilante (por ejemplo, STS de 26 de febrero de 2002, RJ 2002\2625,
ponente Xiol Rios) (52).

Por otro lado, esa creciente conciencia de la vivienda como servicio piblico
o servicio de interés general (plasmada, por ejemplo en el art. 4 de la ley del
derecho a la vivienda en Cataluiia) lleva también a diversa legislacién autoné-
mica a prever reservas de terrenos para la construccién de viviendas de titularidad
pUblica con el cardcter de dotaciones integrantes de sistemas. Asi, el art. 34
del Decreto Legislativo cataldn 1/2005, de 26 de julio, establece la posibilidad
de que el planeamiento urbanistico prevea como sistemas urbanisticos reservas
de terrenos para viviendas dotacionales pdblicas dirigidas a satisfacer las nece-
sidades temporales de colectivos de personas con necesidades de asistencia y
emancipacién. El art. 18 de la ley catalana del derecho a la vivienda exige su
existencia, ahora sélo en ciertos municipios tras la ley 9/2011, en funcién de
las necesidades detectadas mediante la memoria social del planeamiento (53).

3. Regeneracién urbana y derecho a la igualdad. En especial, gen-
trification y mezcla social en pos de la cohesién social

Pasando ahora al derecho a la igualdad, ya mencionado, en conexién con
la regeneracién, hay que tener en cuenta que el concepto de inclusién o inte-
gracién social aludido conduce derechamente al papel del Derecho urbanistico
y de la vivienda en relacién con ciertos colectivos vulnerables (jévenes, gente
mayor, familias monoparentales, inmigrantes extracomunitarios sin recursos...)
y al papel del derecho a la igualdad en el disfrute de la ciudad. Determinadas
prdcticas urbanisticas pueden suponer discriminacién en el uso del suelo, sea por
activa o por pasiva, entorpeciendo la igualdad, como ha notado ALves CORReIA
(2001) en la doctrina portuguesa.

(52) Téngase en cuenta la Decisién de la Comisién de 28 de noviembre de 2005, relativa a
la aplicacién de las disposiciones del art. 86.2 citado a las ayudas estatales en forma de compen-
sacién por servicio publico concedidas a algunas empresas encargadas de la gestién de servicios
pUblicos de interés econdmico general, que alude a las empresas encargadas de vivienda de pro-
teccién oficial, sefialando que deben beneficiarse de la exencién de la notificacién, dado que se
considera que las compensaciones econémicas que reciban constituyen una ayuda estatal compatible.
Con anterioridad, téngase en cuenta la decisién de la Comisién de junio de 2004, que consideré
que las ayudas concedidas por un Ministerio Irlandés a un Organismo piblico de financiacién de
Vivienda social no eran ayudas estatales en el sentido del art. 87 del TCE y eran compatibles de
acuerdo con el art. 86.2.

(53) Otras legislaciones autonémicas también se refieren a esta figura. La Ley vasca 2/2006,
de 30 de junio, de suelo y urbanismo, por ejemplo, crea un trasunto de servicio minimo obligatorio
para municipios de 20.000 o més habitantes, los cuales deberdan calificar en sus planes suelo con
destino a alojamientos dotacionales siempre por encima de un esténdar fijado en la propia ley
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En el &mbito britdnico, el informe oficial inglés Diversity and Equality in
Planning (Office of the Deputy Prime Minister , 2005) es del mayor inferés, al
hacer un andlisis de la situacién existente, exponer buenas prdcticas de planea-
miento urbanistico promotor de la igualdad y sugerir medidas de lucha contra
la discriminacién y de accién positiva a favor de la igualdad real y efectiva,
incluyendo la posibilidad de reclutar en los equipos elaboradores del planea-
miento a miembros de minorias éticas que ayuden a ponderar todos los puntos
de vista relevantes en la foma de decisiones sobre el uso del suelo.

En este sentido, es destacable la previsién contenida en el art. 31 de la
Ley Orgdnica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de hombres
y mujeres, El planeamiento urbanistico —en desarrollo de diversos derechos y
principios constitucionales, ya aludidos, y de las regulaciones legales existentes —
parece que debe también en Espafia, pues, garantizar un medio ambiente urbano
adecuado, que, en lo que ahora nos interesa, permita la cohesién social y no
facilite procesos de exclusién o fractura social, lo que incorpora la necesidad
de evitar fenédmenos segregativos que afectan con mayor virulencia a los ya
mencionados colectivos vulnerables.

Efectivamente, en la planificacién urbanistica se puede hacer realidad tanto
el derecho a la vivienda, como el derecho a la igualdad ya aludido (arts. 9.2
y 14 CE, arts 27 y ss. de la ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social, que han realizado una interesante
transposicién de las directivas comunitarias efectia la transposicién de las direc-
tivas comunitarias antidiscriminacién 2000/43/CE y 2000/78/CE) asi como
otros derechos que necesitan de una expresién territorial, y a los que luego nos
referiremos.

Ahora, el TR de 2008, insiste repetidamente en ese papel de la ordena-
cién territorial y urbanistica en garantia efectiva del derecho a la igualdad,
que es esgrimido como fitulo competencial en que basar la ley (art. 149.1.1
CE). Este derecho es mencionado en los arts. 2.2, vinculando la igualdad de
oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, 2.3, mandando a los poderes
publicos a que adopten las medidas de ordenacién territorial que procedan
para promover las condiciones en que los derechos incluido el de igualdad
sean reales y efectivos, art. 2.3 también, refiriéndose al «resultado equilibrado»
de la ordenacién que no es ofra cosa que la cohesién territorial unida a la
igualdad espacial, 4, b, como el derecho de todos a no ser discriminados en
la utilizacién de las dotaciones publicas y los equipamientos colectivos abier-
tos al uso publico, 8.1 ¢, a propédsito del cldsico principio de equidistribucién
de beneficios y cargas entre todos los propietarios afectados por la ejecucién
urbanistica en proporcién a su aportacién, 9.3, en idéntico sentido respecto
al suelo ristico, 10.1.c, obligando a la ordenacién de los usos del suelo al
principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
o 35, b, a propésito del clasico supuesto de indemnizacién por vinculacién y
limitacién singular del planeamiento.
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Ahora, el proyecto de ley de economia sostenible, en su art. 108, se refiere
a los siguientes principios orientadores de la actividad piblica en el dmbito de
la rehabilitacién:

«e) Garantice el acceso equitativo de los ciudadanos a las dotaciones y
los servicios y su movilidad, potenciando al efecto los medios de transporte,
especialmente los de uso pdblico, mds eficientes energéticamente y menos
contaminantes.

En la jurisprudencia del Tribunal Supremo espafiol, tras alguna vacile-
cién inicial (STS de 19 de mayo de 1987, Ar. 5815), también se controla la
discrecionalidad del planeamiento urbanistico mediante el principio de igual-
dad (SSTS de 7 de diciembre de 1993, Ar. 9544 y de 8 de junio de 1998,
Ar. 4390).

Por ofro lado, el art. 47 CE debe también interpretarse sistemdticamente
con el art. 9.2 CE, que establece el mandato a los poderes publicos para pro-
mover las condiciones para que la libertad e igualdad sean reales y efectivas,
removiendo a tal fin los obstdculos existentes. Este precepto, pues, abre la
puerta a la, mal llamada, «discriminacién positiva», recogida en las directivas
comunitarias ya expuestas con la terminologia de «accién positiva», la cual ha
pasado al ordenamiento juridico espafiol mediante la mencionada Ley 62/2003,

de 30 de diciembre.

Para finalizar con este andlisis entre igualdad y urbanismo, cabe mencionar
la aprobacién de la ley catalana 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho
a la vivienda, cuyos arts. 45 a 48 se ocupan de esta cuestién por primera vez
en el panorama espafiol.

Hay que sefalar que el texto legal se sitda en la linea de las regulo-
ciones europeas y espafiolas mencionadas, con un enfoque especifico en el
nivel del urbanismo y la vivienda. Estos preceptos aclaran explicitamente que
la prohibicién de que todas las personas (nacionales o no, por tanto) sufran
discriminaciones, directas o indirectas, y acoso debe ser respetada por todas
las personas y todos los agentes, tanto del sector publico como privado (art.
45.1 y 2). Para garantizar el respeto de tal prohibicién, la ley manda a
las Administraciones Pdblicas con competencias en materia de vivienda que
adopten «las medidas pertinentes» (art. 45.2). Estas medidas de proteccién
frente a discriminaciones, directas o indirectas, acosos (considerados como
discriminaciones) y cualquier forma de ocupaciones anémalas de viviendas
(como infravivienda o sobreocupacién, por ejemplo) pueden consistir «en la
adopcién de acciones positivas a favor de colectivos y personas vulnerables»
(una aplicacién en este sector de los arts. 9.2 CE y 4 EAC, asi como de la Ley
62/2003, ya expuesta), la «prohibicién de conductas discriminatorias» y «la
exigencia de «ajustes razonables para garantizar el derecho a la vivienda»
(art. 46). Finalmente, hay que destacar que la Ley tipifica especificamente la
discriminacién y el acoso inmobiliario, por accién u omisién, como infraccién
administrativa muy grave (art. 123.2, a), con una sancién prevista que puede
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llegar hasta los 900.000 euros (art. 118.1), al margen de las posibles acciones
civiles o penales (54).

Una expresién de la igualdad y la no discriminacién en la ciudad tiene que
ver con los fenémenos de segregacién urbana debido a la actividad o pasividad
pUblicay, més especificamente, de de gentrificacién en las operaciones de reno-
vacién urbana. La gentrificacién es un «anglicismo que designa la reocupacién
de algunos centros urbanos por las clases mds pudientes (gentry) después de
su rehabilitacién urbanistica y arquitecténica». Como sefiala DE GUERRERO, «las
transformaciones urbanas no deben basarse en el establecimiento de ciudadanos
con alto poder adquisitivo en las zonas degradadas, expulsando a las clases
que las habitaban tradicionalmente, ya que si bien es cierto que de esta manera
se logra un enoblecimiento de dichas zonas, al mismo tiempo se produce un
dificil equilibrio entre la regeneracién del marco urbano y la conservacién de
sus habitantes de siempre» (55). Y para ello, las politicas de vivienda asequible
son determinantes (56).

En el marco de todo lo expuesto, diversos Derechos urbanisticos de paises
de nuestro entorno estén disefiando técnicas para lograr vivienda asequible
suficiente e integrada y favorecer de este modo la mezcla social y la convivencia
ciudadana, previniendo los peligros de segregacién urbana, gentrificacién y
fractura social (un andlisis de la situacién en los Estado Unidos de América, en
adelante, EE.UU, Francia, Inglaterra e ltalia puede hallarse en PoNCE, 2006).

Estas regulaciones se basan en estudios ya disponibles que muestran que
frente a la segregacién urbana y el riesgo de guetizacién el mejor antidoto
es favorecer desde la intervencién puiblica la real libertad de residencia y la
posibilidad de variedad social urbana (en el dmbito britdnico, BurTon, 2000,
pp. 1969 vy ss., en el dmbito holandés, Umermark, 2003, pp. 531 y ss., y en el
dmbito norteamericano, IHIANDFELDT, K. y ScAFDI, B.P., 2002, pp. 619 y ss.). Sin
embargo, debe sefialarse la existencia de voces discordantes (DELGADO 2006,
MaRTI-COSTA y PARES, 2009, p. 41) en el dmbito espafol, con argumentos, sin
embargo, que no se basan en estudios empiricos concretos y son, ciertamente

(54) Ponce Solg, J. «Housing Discrimination and Minorities in European Cities: The Catalan
Right to Housing Act 2007, International Journal of Law in the Built Environment, Vol. 2, Ném.2,
2010, pp. 138 y ss. Téngase en cuenta que el actual Cédigo Penal sefiala respecto al delito de
coacciones (art. 172.1 parrafo tercero) que «También se impondrdn las penas en su mitad superior
cuando la coaccién ejercida tuviera por objeto impedir el legitimo disfrute de la vivienda». Cabria
sostener la inexistencia de bis in idem por sancién administrativa en aplicacién de la ley y condena
penal por una misma conducta de un mismo sujeto, puesto que el fundamento de ambas reacciones
es diferente: la proteccién del derecho a la vivienda en el primer caso y la proteccién del bien
juridico libertad en el segundo.

(55) De GUERRERO MANSO,C., la zonificacién de la ciudad: concepto, dinamica y efectos,
Aranzadi, 2012, pdg. 21.

(56) GRreeNBLATT, A., «Downtown Renaissance», en, Urban Issues, CQ Researcher, 2009,
pdg. 248
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discutibles (como, por ejemplo, la de tratarse de una mera dispersién de pobres
que obstaculiza la revolucién social). Sin embargo los datos disponibles a nivel
internacional muestran como la promocién piblica de comunidades equilibradas,
mixtas, con topologia variada de vivienda (libre y social, en régimen de tenencia
diverso, combinando propiedad, alquiler y otras férmulas) y con inteligentes pro-
cedimientos de adjudicacién de la vivienda social, favorece el ejercicio efectivo
de diversos derechos (a la vivienda, igualdad, a una educacién no segregada,
véase infra) y la sostenibilidad de la ciudad (57).

La legislacién urbanistica espaiiola aborda el logro de la cohesién social
y la lucha contra la segregacién urbana mediante la fijacién de ciertos princi-
pios generales del Derecho a respetar por el planeamiento y mediante diversas
técnicas especificas.

Por lo que hace referencia a los principios generales del Derecho, hay que
remitirse a lo dicho a propésito de las legislaciones autonémicas que establecen
como directrices de la actuacién pdblica urbanistica el desarrollo sostenible
urbano, la cohesién social, la lucha contra la segregacién y la exclusién social y
a favor de la integracién. Ademds, el principio de mezcla social sobre el territo-
rio estd previsto especificamente en diversas normas (art. 55.3 del Real Decreto
801/2005, de 1 de julio, en referencia a actuaciones de rehabilitacién; art.
48.3 Lley gallega 9/2002, de 30 de diciembre o art, 38.2 de la Ley de Casti-
lla Ledn 5/1999, de 8 de abril, que sefiala que a fin de fomentar la cohesién
social el planeamiento procuraré la mezcla equilibrada de grupos sociales, usos
y actividades.). El Decreto cataldn 305/2006, de 18 de julio, de desarrollo de
la ley de urbanismo catalana, define ahora el principio orientador de cohesién
social, integrante del desarrollo urbanistico sostenible, como «la regulacién del
uso del suelo de forma que se fomente la mezcla equilibrada de grupos sociales,
usos y actividades y se garantice el derecho de los ciudadanos y ciudadanas
a gozar de una vivienda digna y adecuada» (art. 3, c). De igual modo, la ley
del derecho a la vivienda de Catalufia insiste repetidamente en la mezcla social
como un componente de un medio urbano sostenible.

Ahora, el art. 2.2 del TR de 2008 se refiere a la cohesién social como compo-
nente del desarrollo urbanistico sostenible y el proyecto de ley de economia soste-
nible incluye entre sus principios del art. 3 el mandato de que la rehabilitacién:

«f) Integre en el tejido urbano cuantos usos resulten compatibles con la funcién
residencial, contribuyendo al equilibrio de ciudades y nicleos residenciales, para
lo que se favorecerd la aproximacién de servicios y dotaciones a la comunidad
residente, evitando desplazamientos innecesarios».

Estos principios no son irrelevantes y tienen las funciones propias de los
principios generales del Derecho (art. 1.4 del Cédigo Civil), entre las que se

(57) PonNcE SolE, J. «Affordable Housing and Social Mix: Comparative Approach», Journal of
legal affairs and dispute resolution in engineering and construction, Febrero 2010, pp. 31 y ss.
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encuentra permitir un hipotético control judicial de actuaciones contrarias a los
mismos.

En cuanto a las técnicas especificas para garantizar el equilibrio y la mezcla
social, ya hemos hecho alusién a algunas de ellas antes, como la fijacién legal
de estdndares referidos a viviendas protegidas (y la importancia de qué tipo de
vivienda protegida se construya, utilizando la combinacién de diversas tipologias
y regimenes de tenencia como factor de variedad, mezcla y garantia efectiva de
la igualdad), que se imponen a la discrecionalidad del planeamiento urbanistico
o la correcta regulacién de los derechos de retorno y realojamiento. Asimismo,
una adecuada regulacién de los derechos de realojamiento y retorno, inexistente
ahora en Espafia a nivel estatal, puede proteger el derecho a la vivienda y a la
ciudad de propietarios y arrendatarios en operaciones de renovacién, evitando
su expulsién de las dreas urbanas regeneradas.

A ellas cabe afiadir ahora, por ejemplo, el disefio de procedimientos de
adjudicacién de vivienda de proteccién oficial dirigidos a ponderar elementos
relevantes para la cohesién social y a justificar su toma en consideracion.

Asi, por ejemplo, la ley del derecho a la vivienda promueve la mezcla
social en el dmbito urbano a través de los procedimientos de adjudicacién de
vivienda de proteccién oficial, mediante diversas técnicas asociadas a los cupos
generales (sorteo teniendo en cuenta elementos especificos) y a la existencia de
cupos especiales (vid. art. 100 y ss.) (58).

(58) Art. 100.3 y 4 de la ley catalana de la vivienda:

«3. Para garantizar una mixtura social efectiva en las promociones de viviendas de proteccién
oficial, las condiciones de adjudicacién concretas en cada promocién deben establecer sistemas que
aseguren que la composicién final de los adjudicatarios sea la més parecida a la de la estructura
social del municipio, distrito o zona, tanto en lo que se refiere al nivel de ingresos como al lugar de
nacimiento, y que eviten la concentracién excesiva de colectivos que puedan poner la promocién
en riesgo de aislamiento social.

4. La antigiedad minima de empadronamiento exigible a los solicitantes de viviendas en alquiler
no puede superar los tres afios. »

Art. 101.5 de la misma ley:

«5. El sistema de seleccién de los adjudicatarios es el siguiente:

a) Las viviendas incluidas en el cupo general que establece el articulo 100 deben adjudicarse
mediante sorteo piblico. El sorteo puede dividirse en bloques formados por solicitantes situados en
varios framos de ingresos o en varios grupos de interés, para asegurar la mixtura social que establece
el articulo 100.3, o bien puede tenerse en cuenta el tiempo que llevan inscritos en el Registro de
Solicitantes de Vivienda de Proteccién Oficial.

b) Las viviendas incluidas en los cupos especiales de reserva que establece el articulo 99 deben
adjudicarse de acuerdo con las circunstancias personales y de la unidad de convivencia.»

Sobre los cupos especiales, art. 99 de dicha ley:

«1. Para garantizar a las personas con movilidad reducida el acceso a una vivienda, en todas
las promociones debe reservarse un porcentaje no inferior al 3% del volumen total para destinarlo
a satisfacer la demanda de vivienda para dicho colectivo.

2. Las resoluciones de inicio de los procedimientos de adjudicacién en promociones de iniciativa
publica deben establecer una reserva sobre el nimero total de viviendas de las promociones para
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Aunque Espafa estd todavia atrasada en la gestién de estos aspectos, a
diferencia, por ejemplo del caso francés, donde la mixité sociale tiene notable
relevancia urbanistica, los municipios catalanes, por ejemplo, empiezan a plan-
tearse ya el uso de algunas de estas técnicas en el marco de operaciones de
regeneracién; el caso de Manlleu en relacién con la ubicacién y adjudicacion
de las viviendas destinadas al realojo de los ocupantes de Can Garcia, opera-
cién desarrollada en el marco de la aludida «ley de barrios», y otros posibles
usuarios de vivienda asequible, que ya ha sido objeto de estudio académico,
puede ser un ejemplo de lo dicho (59).

4. Regeneracién urbana derecho a la educaciéon y segregacién
escolar

En cuanto al derecho a la educacién, el problema de la segregacién escolar
y su relacién con el urbanismo y la vivienda, estas cuestiones ya han sido ya
objeto de consideracién empirica en nuestro dmbito por el Sindic de greuges
cataldn (2008). En ofros paises, tanto la investigacién universitaria como el
debate piblico ya ha descubierto tales vinculos entre urbanismo y educacién,
como, sefialadamente ocurre en el caso francés, donde ya se cuenta con diversos
trabajos sobre el tema, a los que iremos haciendo referencia, y existe un vivo
debate en el momento de redactar estas lineas sobre la llamada «carta escolars,
mecanismo de relacién entre domicilio y escuela (véase sobre todo MAURIN, 2004
y FeLouzis, Liot y PErrOTON, 2005).

Es preciso aclarar que segregacién urbana y segregacién escolar son fené-
menos profundamente imbricados: la existencia de guetos urbanos da lugar a

destinarla a cupos especiales y llevar a cabo acciones positivas respecto a las personas y colectivos
vulnerables con riesgo de exclusién social.

3. La resolucién administrativa que inicia el procedimiento de adjudicacién debe fijar el porcen-
taje concreto de los cupos especiales de reserva de vivienda para necesidades especificas, previa
ponderacién objetiva de las circunstancias de la promocién concreta y con la motivacién de las
razones que fundamentan la decisién.

4. El porcentaje de los cupos especiales de reserva en promociones de iniciativa piblica,
incluido el correspondiente a las personas con movilidad reducida, no puede ser inferior al 10% del
total de viviendas de la promocién, a pesar de que, si se comprueba que dicho porcentaje excede
de la demanda, el diferencial sobrante debe incorporarse al cupo general.

5. En el establecimiento de los cupos especiales de reserva, debe velarse para garantizar el
acceso a la vivienda a las mujeres que se hallan en una situacién de violencia o que estan saliendo
de la misma y a las que se hallan en situacién de precariedad econédmica a causa de esta violencia
o necesitan una vivienda para salir de dicha situacién.

6. En un mismo municipio, la reserva de cada promocién, justificadamente, puede sustituirse
por un programa de actuacién que destine un nimero equivalente de viviendas a los colectivos a
los que se refieren los apartados 1, 2 y 5.»

(59) Hogerg, C., MARTOR), J.C., PONCE, J y SBINA, D., Habitatge assequible i segregacié residen-
cial: el cas de Manlleu, 2010, Institut de Desenvolupament de I'Erm de |’Ajuntament de Manlleu.
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la existencia de escuelas-gueto. Ambos son fenémenos negativos (al evitar la
interaccién entre nifos y nifias, afectar al rendimiento escolar y a las actitudes
xendfobas), que ponen en riesgo la cohesién social y ferritorial, el derecho a
la ciudad (47 Constitucién Espafiola), el derecho a la igualdad (arts. 9.2 y 14
CE) y el derecho a la educacién (art. 27 CE).

La Constitucién espafiola de 1978 vy la legislacién vigente, tanto transversal
como especifica en materia de urbanismo, vivienda y educacién (en especial, la
Ley Orgénica 2/2006, de educacién), obligan a los poderes piblicos a adoptar
una actitud activa diligente de prevencién y lucha contra la segregacién urbana
y la segregacién escolar, en garantia del derecho a la educacién, sin olvidar la
libertad de eleccién de centro. La necesaria intervencién piblica contra la segre-
gacién urbana y escolar debe ser de tipo preventivo y reactivo (PONCE, 2007).

Preventivo, en el sentido de que es necesario considerar la vinculacién
entre las politicas piblicas urbanisticas y de vivienda y la educacién (disefio de
dreas de influencia, peso de la cercania del domicilio en la casacién de oferta
de escuelas en la red piblica y demanda de las mismas, lo que genera un pro-
blema cuando éste estd en barrios segregados...). Diversas técnicas juridicas de
promocién de la mezcla social urbana pueden favorecer también la diversidad
en la composicién escolar.

Reactivo, porque alli donde ya exista segregacién urbana y escolar, sin
dejar de utilizar politicas publicas urbanisticas y de vivienda, en el marco de
operaciones de regeneracién urbana, para luchar contra ambas, es posible y
necesario actuar para atenuar éstas y garantizar el derecho a la educacién,
mediante diversas vias conectadas con el régimen de admisién en centros sufraga-
dos con fondos piblicos y la distribucién equilibrada de los alumnos entre éstos,
recurriendo, si es preciso, a su reparto geogréfico en garantia de la cohesién
social y territorial, en el marco de acciones positivas especificas sobre territorios
y/o personas (PONCE, 2010).

5. Regeneraciéon urbana, lugares de culto y derecho a la libertad
religiosa

De igual modo, en cuanto al derecho a la libertad religiosa, los problemas
relativos a la construccién de lugares de culto surgidos no infrecuentemente en
las modernas sociedades pluriculturales tienen una vinculacién con las politicas
urbanas y el Derecho urbanistico, asi como con la ubicacién de tales centros en
relacién con las viviendas existentes (PONCE, 2010) (60).

Sin dnimo de profundizar ahora en un tema de notable complejidad, puede
quedar apuntado aqui que la expresién ferritorial del derecho a la libertad reli-

(60) PoNcE Solg, J. (2010), Civdades, Derecho urbanistico y libertad religiosa. Elementos
comparados de Europa y Estados Unidos, Fundacié Pi i Sunyer, 2010.
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giosa del art. 16 CE tiene una relevancia destacable. Asimismo, este derecho
debe inferpretarse sistemdticamente con otros derechos constitucionales (sefia-
ladamente, el derecho a la igualdad). También puede sefialarse que la técnica
legislativa en este dmbito puede depurarse mds, orientando la necesaria dis-
crecionalidad local mediante el uso de diversas técnicas juridicas, algunas de
las cuales han sido incorporadas en la reciente Ley catalana 16/2009, de 22
de julio, de los centros de culto ([DOGC de 30 de julio de 2009, BOE de 17
de agosto de 2009), partiendo de la concepcién de los lugares de culto como
elementos del sistema de equipamientos y a la vez como un uso urbanistico
posible en funcién de la calificacién existente en el planeamiento (61).

6. Regeneracién urbana y seguridad publica. La prevenciéon situa-
cional de la delincuencia y el incivismo

También el medio ambiente urbano y la existencia y ubicacién de los distintos
tipos de vivienda tienen conexién directa con la prevencién de la delincuencia
en las ciudades, aproximacién que es conocida por el acrénimo inglés de CPTED
(iniciales de Crime Prevention Through Enviromental Design), como ha sido puesto
de relieve en diversos documentos internacionales, y que ha inspirado diversas
politicas publicas urbanas de seguridad, reguladas en parte por el Derecho
urbanistico, en paises como Gran Bretafia, Francia y Estados Unidos.

Entre los Estados Miembros de la Unién Europea, el Reino Unido y, en menor
medida, Francia, son dos ejemplos de paises que han aplicado esta idea en el
desarrollo concreto de politicas piblicas de seguridad, dando lugar a cambios
normativos y/o variacién de prdcticas administrativas. En el caso britdnico, la
seccién 17 de la Crime and Disorder Act de 1998 contiene la competencia
pUblica para la prevencién del crimen y el desorden, que en el dmbito urbanis-
tico ha sido concretada en el Planning Policy Statement I: Delivering Sustainable
Development, de 2005. En el caso francés, los conocidos problemas urbanos
que sufre este pais también han llevado a reflexionar sobre el urbanismo como
herramienta de prevencién de la delincuencia y la violencia urbana, existiendo,
como en el caso britdnico, informes oficiales en esta linea. Ademds, desde 1995,
el ordenamiento juridico urbanistico francés incorpora lo que podriamos definir
como una evaluacién del impacto criminal de determinadas construcciones (Ar-
ticulo L111-3-1 del Code del urbanisme, modificado por la ley 2007-297, de 5
de marzo de 2007, relativa a la prevencién de la delincuencia).

(61)  Para mas detalles sobre la situacién en Espafia de esta cuestién, puede consultarse PONCE
Solg, J. y CasaNIlLAs, A., Lugares de culfo, ciudades y urbanismo. Guia de apoyo a la gestidn de la
diversidad religiosa, Observatorio del Pluralismo Religioso en Espafia, Madrid, 2011, consultable
en: hitp://www.observatorioreligion.es/publicaciones/guias_para_la_gestion_publica_de_la_diversi-
dad_religiosa/lugares_de_culto__ciudades_y_urbanismo__guia_de_apoyo_a_la_gestion_de_la_diver-
sidad_religiosa/
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En nuestro entorno, estos enfoques empiezan a ser tomados en cuenta (OrTIZ
De URBINA y PONCE, 2008) y han encontrado reflejo recientemente en la Memoria
Social del planeamiento urbanistico, mediante la regulacién establecida ahora
por el Reglamento de 2006 de desarrollo de la Ley de urbanismo de Catalufia,
cuyo art. 69. 5 sefiala que también debe formar parte de la Memoria Social
«una evaluacién del impacto de la ordenacién urbanistica propuesta» en lo que
concierne en especial a diversos pardmetros, entre ellos, los de «seguridad y
uso del tejido urbano» (PONCE, 2006).

7. Regeneracién urbana y derecho al medio ambiente

Como es sabido, la perspectiva ambiental del urbanismo ha estado ausente,
hasta hace bien poco, de la legislacién urbanistica. Desde luego, no estaba
incorporada en la LS de 1956, obviamente, dado el momento histérico de su
promulgacién. Como es conocido, a raiz de la Conferencia sobre el Medio
Humano, celebrada en Estocolmo en 1972, se iniciaron diversas iniciativas en
relacién con el binomio desarrollo-medio ambiente. Entre ellas, la creacién por
la ONU de la Comisién Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, en el seno
de la cual se adoptaria el conocido Informe Brundtlan «Nuestro futuro comin»,
de 1987, que elabora el concepto de desarrollo sostenible «como aquel que
garantiza las necesidades del presente sin comprometer las posibilidades de
generaciones futuras para satisfacer las suyas».

Sin embargo, las sucesivas legislaciones urbanisticas estatales (y autonémi-
cas) hasta fechas muy recientes no han incorporado esta perspectiva, como ha
puesto de relieve la doctrina juridica (BAssols Coma, 1998, 78).

La evidente consideracion del suelo como un recurso natural esencial, escaso
y no renovable (STC 102/1995, de 26 de junio), ha llevado a la jurisprudencia
del Tribunal Constitucional a reconocer la competencia estatal derivada del art.
149.1.23 para intervenir en el urbanismo. Por ofro lado, no cabe olvidar que
esta es una perspectiva tipicamente europea (recuérdese la la Comunicacién
de la Comisién al Parlamento Europeo Sobre una estrategia temdtica sobre el
medio ambiente urbano [COM (2005) 718 final], debiendo tener presente las
competencias de la Unién Europea para intervenir en la utilizacién del suelo, de
acuverdo con el art. 175 del Tratado de la Comunidad Europea.

En consecuencia, la perspectiva ambiental es fundamental en el urbanismo
actual, actuando ademds, como un titulo «cufia» de intervencién europea y
estatal en el dmbito urbanistico.

Sélo cumple en este momento recordar que en una década, de 1990 a
2000 se estima que se ha urbanizado en Espafa de media un 24,45% de lo
que ya ocupaban nuestras ciudades, porcentaje que se sitda entorno al 50% en
la Regién de Murcia, la Comunidad Valenciana, la Comunidad de Madrid o la
Comunidad Foral de Navarra, segin datos del programa europeo Corine Land
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Cover (62). Mientras la urbanizacién crecia al 24,45% de media, la poblacién lo
hacia al 3,6% y los hogares al 20,4%. Crecimiento de la urbanizacién asociado
a fenémenos de dispersién urbana con bajas densidades (urban sprawl), que
en el caso de Catalufia y concretamente del dmbito del drea metropolitana de
Barcelona ha recibido por parte del geégrafo Francesc MuNoz la denominacién
de «Urbanalizacién» (63), con los costes generados de destruccién de paisaijes,
consumo de recursos escasos como suelo o agua, efc).

La vertiente ambiental del desarrollo sostenible territorial y urbanistico estd
también muy presente en la ley de suelo estatal. No sélo en el nivel de los prin-
cipios juridicos, sino a lo largo de la ley, tanto en referencia al procedimiento de
elaboracién de los instrumentos ordenadores como respecto a determinaciones
legales de directa aplicacién que se imponen a los mismos.

La Exposicién de Motivos de la LS es contundente en sus apreciaciones:

«En tercer y vltimo lugar, la del urbanismo espafiol contempordneo es una historia
desarrollista, volcada sobre todo en la creacién de nueva ciudad. Sin duda, el
crecimiento urbano sigue siendo necesario, pero hoy parece asimismo claro que
el urbanismo debe responder a los requerimientos de un desarrollo sostenible,
minimizando el impacto de aquel crecimiento y apostando por la regeneracién
de la civdad existente. La Unién Europea insiste claramente en ello, por ejem-
plo en la Estrategia Territorial Europea o en la mdés reciente Comunicacién de
la Comisién sobre una Estrategia Temdtica para el Medio Ambiente Urbano,
para lo que propone un modelo de ciudad compacta y advierte de los graves
inconvenientes de la urbanizacién dispersa o desordenada: impacto ambiental,
segregacién social e ineficiencia econdmica por los elevados costes energéti-
cos, de construccién y mantenimiento de infraestructuras y de prestacién de los
servicios publicos. El suelo, ademds de un recurso econémico, es también un
recurso natural, escaso y no renovable. Desde esta perspectiva, todo el suelo
rural tiene un valor ambiental digno de ser ponderado y la liberalizacién del
suelo no puede fundarse en una clasificacién indiscriminada, sino, supuesta
una clasificacién responsable del suelo urbanizable necesario para atender las
necesidades econdmicas y sociales, en la apertura a la libre competencia de
la iniciativa privada para su urbanizacién y en el arbitrio de medidas efectivas
contra las précticas especulativas, obstructivas y retenedoras de suelo, de manera
que el suelo con destino urbano se ponga en uso dgil y efectivamente. Y el
suelo urbano —la ciudad ya hecha— tiene asimismo un valor ambiental, como
creacién cultural colectiva que es objeto de una permanente recreacién, por lo
que sus caracteristicas deben ser expresién de su naturaleza y su ordenacién
debe favorecer su rehabilitacién y fomentar su uso».

(62) VAQuUER CABALLERIA, Marcos (2006): pdg. 30.

(63) Véase su Tesis Doctoral «urBANALitzacié. La produccié residencial de baixa densitat a
la provincia de Barcelona 1985-2001»; consltese:

http://www.tesisenred.net/TDX-0119106-191845/index_cs.html#documents (Gltima consulta
efectuada: 12 de septiembre de 2007).
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La apuesta legal aparece clara. Frente a la liberalizacién del suelo preten-
dida por la Ley de 1998, la LS 2007 muestra un claro cambio de rumbo. Como
es sabido, el art. 9 de la norma de 1998, en su versién original, establecia los
criterios para clasificar suelo como no urbanizable y sostenia la politica piblica
liberalizadora en materia de urbanismo, con la esperanza, expresada en su Expo-
sicién de motivos, de que el aumento de oferta de suelo urbanizable permitiria
responder a la demanda y contendria los precios de la vivienda. Dicha versién
fue objeto de control de constitucionalidad, desde una perspectiva competencial,
por la STC 164/2001, de 11 de julio, FJ 13, la cudl, si bien no la declaré
inconstitucional, dejé claro que la inferpretacién correcta de tal precepto que le
permitia ampararse en el art. 149.1.1 CE consistia en entenderlo de tal modo
que posibilitaba a las CC.AA un amplio margen para establecer los criterios
legales de clasificacién del suelo como urbanizable o no urbanizable.

Mientras que la versién dada al art. 9 de la norma de 1998 por el Real
Decreto-ley 4/2000, de 23 de junio, no enjuiciada por la referida STC, pare-
cia dificilmente compatible con esta doctrina del TC, la versién vigente hasta la
entrada en vigor de la LS 2007 parecia en cambio respetuosa con la misma, al
remitirse a los criterios objetivos de carécter territorial o urbanistico establecidos
por la normativa autonémica, puesto que de acuerdo con el FJ 15 de la STC
164/2001 «la clasificacién residual del suelo como urbanizable sélo actia en
defecto de expresa clasificacién como suelo no urbanizable, opcién esta Gltima
que sustancialmente corresponde a cada Comunidad Auténoma». En el caso
cataldn, por ejemplo, los arts. 32 y 33 de la Ley de urbanismo vigente otorgan
a la discrecionalidad urbanistica planificadora la decisién de qué suelos deben
ser urbanizables o no urbanizables, teniendo en cuenta, entre otros criterios, el
principio de desarrollo sostenible ya aludido.

Tras la constatacién del fracaso de la pretendida liberalizacién del suelo
respecto de los precios de la vivienda [habiendo aumentado el precio del suelo
urbano un 500% bajo la vigencia de la norma de 1998, segin el Banco de
Espafia, y el precio de la vivienda un 150% (64)], la LS abandona el enfoque
anterior y, pese a no regular ya las clases de suelo urbanizable o no urbanizable,
como destaca la Exposicién de Motivos, refiriéndose a las situaciones bdsicas de
suelo (suelo rural o suelo urbanizado), reconoce la posibilidad autonémica de
preservar la transformacién del suelo (rural) (art. 12,2, a, in fine), «innecesario
o idéneo para atender las necesidades de transformacién urbanistica (art. 2.b),
como objetivo a procurar por las politicas piblicas de ordenacién del territorio
y de urbanismo en cumplimiento del principio de desarrollo sostenible.

Por ello, creemos que MENENDEZ REIXACH sefiala muy acertadamente que la

regeneracién urbana no es hoy una opcién politica, alternativa al ensanche o a
la extensién, es decir a los nuevos desarrollos con nuevas ocupaciones de suelo,

(64) VaQuUER CABALLERIA, Marcos (2006): «La nueva ley de suelo y la especulacién urbanistica»,
Claves de Razén Préctica, nim. 168, pag. 30.
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sino una exigencia del principio de desarrollo territorial y urbano sostenible»,
por lo que las primeras transformaciones de suelo rural «en lo sucesivo deberian
ser, si no excepcionales, si, al menos, suficientemente justificadas» (MENENDEZ
ReixacH, 2011, 14 y 15).

El derecho a la vivienda del articulo 47 CE y el derecho al medio ambiente
del articulo 45 CE estén intimamente vinculados, conexién que se pone de relieve
en el concepto ya aludido de hdbitat o medio ambiente urbano. Esa conexién, en
ocasiones, puede llegar a generar una contraposicién entre ambos derechos. Efecti-
vamente, las obligaciones juridicas de medios derivadas del articulo 47 CE pueden
llegar a ser contrapuestas, en ocasiones, a la proteccién del medio ambiente. Pién-
sese en aquellos casos en que para dar cumplimiento al derecho a la vivienda es
preciso actuar sobre el suelo, recurso natural, procediendo a la urbanizacién de éste.
Un supuesto tipico es aquel en que las necesidades de vivienda pueden conducir a
la necesidad de clasificar suficiente suelo como urbanizable. Esta relacién ha sido
puesta de relieve en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucia de
25 de junio de 2001 (RICA 2001\1004), que al anular una clasificacién como
suelo no urbanizable resalté la importancia de la ponderacién de las necesidades
de vivienda antes de la adopcién de la decisién discrecional sobre la clasificacién
de un suelo como urbanizable o no urbanizable. En este caso, el derecho a la
vivienda puede suponer un limite al derecho al medio ambiente.

De igual modo, puede suceder en otras ocasiones que el derecho al medio
ambiente suponga un limite al derecho a la vivienda, en el sentido de que la
proteccién del primero se imponga a la posible generacién de vivienda asequible
mediante la urbanizacién y construccién del suelo. Esto es lo que ocurre, por
ejemplo, en aquellos casos en que la legislacién aplicable protege singularmente
ciertos suelos por sus valores ambientales (véase ahora la referencia contenida
en el articulo 13.4 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo).

En definitiva, se trata de conjugar las diferentes vertientes del ya aludido
principio de desarrollo sostenible (econémico, social y ambiental). Como ya
declaré la conocida STC 64/1982, de 4 de noviembre, se trata de compaginar
en la forma que en cada caso decida el legislador (y la Administracién, en caso
de existencia de dmbitos de valoracién discrecional de ésta) la proteccién de
bienes constitucionales como el medio ambiente y el desarrollo econémico [y
social, en la vertiente que ahora interesa, de existencia de suficiente vivienda
asequible) (65).

(65) Asi, por ejemplo, la Ley del derecho a la vivienda de Catalufia muestra una preocupacién
por cohonestar las exigencias del derecho a la vivienda con el medio ambiente en diversos preceptos
[asi, articulo 2.c), 10.1, en relacién con la planificacién territorial en el dmbito de la vivienda que
debe buscar un desarrollo sostenible econémico, ambiental y social, articulo 16.2.a), con directrices
al planeamiento urbanistico en relacién con la vivienda y el medio ambiente, o articulos 23 y ss.,
con referencia a la ecoeficiencia en el proceso de edificacién, conservacién y rehabilitacién del
parque inmobiliario residencial].
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Nos movemos en este dmbito en el campo de las ponderaciones de bienes
e intereses, en el que el papel del procedimiento de toma de decisiones (por
ejemplo, en el dmbito de la planificacién urbanistica y territorial) deviene clave,
como ya expusimos supra. De ahi que la legislacién en vigor exija la foma en
consideracién de las tres vertientes del desarrollo sostenible y la ponderacién
diligente de las exigencias respectivas. (66) Ponderacién que debe plasmarse en
concretos documentos, como la evaluacién de impacto ambiental (véase ahora el
articulo 15.1 de la Ley de suelo), la sostenibilidad econémica de los desarrollos
urbanisticos, incluidos, claro estd, los residenciales (véase ahora el articulo 15.4
de la mencionada Ley, con su referencia al informe o memoria de sostenibilidad
econdémica como documento de los instrumentos de ordenacién de las actuaciones
de urbanizacién) y la cohesién social (recuérdese el instrumento de la memoria
social en la legislacién urbanistica catalana, y en la Ley del derecho a la vivienda
con sus referencias a la vivienda). TEJEDOR BIELSA destaca como «la motivacién de
las decisiones de ordenacién debe conectar el estado de la ciudad existente, su
estado de conservacién y su grado de ocupacién efectiva con la determinacién
de clasificacién de nuevos suelos» (TEJEDOR BIELSA, 2012, 214).

En este sentido, la regeneracién urbana puede responder al reto de garan-
tizar la sostenibilidad social (generando vivienda asequible) mediante el impulso
de la sostenibilidad econémica (al dar lugar a un desarrollo econémico privado
en esta drea) cuidando a la vez la sostenibilidad ambiental (evitando la colo-
nizacién de nuevo suelo rural y mejorando la ecoeficiencia de los edificios, de
partes de ciudades y de las ciudades en su conjunto, avanzando hacia lo que
ha sido dado en llamar la smart city, una denominacién todavia difusa, que
parece basarse en la aplicacién de la mejor tecnologia disponible a los dmbitos

urbanos (67).

IV. LA COLABORACI()N PUBLICO-PRIVADA, LA VIVIENDA ASEQUIBLE
Y LA REGENERACION URBANA

Como ya hemos argumentado repetidamente, la promocién del derecho a
la vivienda no se hace Gnicamente, ni a veces prioritariamente, con inversién
de capitales pdblicos. Son posibles y deseables politicas pdblicas regulatorias,
basadas en la funcién social de la propiedad privada, que permitan desarrollos
urbanisticos (en nuevo trozos de ciudad vy, sobre todo ahora, en la ciudad ya
construida, es decir, en suelo urbano consolidado o no consolidado) y a la vez
generacién de viviendas asequible para hacer efectivo el derecho a la ciudad y

(66) Sobre la ponderacién en la toma de decisiones piblicas, puede consultarse, en gene-
ral, RODRIGUEZ SANTIAGO, José Maria (2000): La ponderacién de bienes e intereses en el Derecho
Administrativo, Madrid, Marcial Pons.

(67) ArNAL, J.C., «Smart cities», Economia aragonesa, N°. 48, 2012 , pdgs. 79-94.
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el derecho a la vivienda. Ahora bien, hay que conocer las posibilidades juridicas
y aplicar una voluntad decidida por el desarrollo de estas politicas piblicas.

Ademés, estas politicas piblicas, mediante el planeamiento urbanistico,
pueden ser completadas con la exploracién de las posibilidades de la colabo-
racién publico-privada para regenerar dreas urbanas y construir y gestionar
vivienda asequible. Parece haber una rara unanimidad en la importancia de
esta colaboracién, como expresién del nuevo paradigma de la gobernanza ya
aludido, de la necesidad de controlar el déficit piblico y atraer capital y know
how privado y relanzar el sector inmobiliario (68). En esa linea se sitdan las
propuestas referidas al impulso de la figura del «Agente Rehabilitador», trasunto
del Agente Urbanizador popularizado por la legislacién valenciana en el dmbito
del suelo urbanizable, esto es, potenciar la regeneracién mediante la actuacién
de sujetos privados que, a cambio claro del correspondiente lucro, invirtieran y

(68) Desde la perspectiva europea, la postura del Comité de las Regiones es totalmente
favorable a esta colaboracién, como se puede comprobar a su dictamen de 2007 sobre «politica
de vivienda y politica regional» (Consultable:

http://eur-lex.europa.eu/lexuriserv/lexuriserv.do2uri=0)J:C:2007:146:0010:0018:SE:PDF).

También es de interés su dictamen de 2012 « Hacia una agenda europea de vivienda social»
(consultable: http://eurlex.europa.eu/lexuriserv/lexuriserv.do2uri=0):C:2012:009:0004:0007:SE:
PDF).

En el dmbito politico, se destacable la proposicién no de ley al congreso del grupo parlamentario
cataldn en 2009 sobre «para impulsar la creacién de una grande parque de viviendas de alquiler a
precios asequibles, mediante sistemas de colaboracién publicoprivada», que dio lugar a un acuerdo
del Congreso de los Diputados, consultable en:

http://www.congreso.es/public_oficiales/I9/cong/bocg/d/d_260.pdf.

De igual maneraq, tanto el Pacto Nacional de la Vivienda de Catalufia (ver pdg. 47, consulta-
ble en: http://www20.gencat.cat/docs/habitatge/home/secretaria%20dhabitatge/Planos %20y %20
actuaciones/Pacto%20nacional %20por%20a%20lhabitatge%202007-2016/docs/Pacte%20Catala.
pdf ) como el Plan de Gobierno de la Generalitat de Cataluiia 2011-2014, eje 6.7, pdag. 60 («Cola-
borar con la iniciativa privada para facilitar la construccién de un parque de viviendas de alquiler
a precio reducido.») destacan la necesidad de esta colaboracién piblico-privada y, por lo tanto, el
posible papel de las viviendas dotacionales.

Asimismo, téngase en cuenta ahora el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, que regula el
Plan estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitacién edificatoria y la regeneracién y
renovacién urbanas 2013-2016, cuyo art. 4 sefiala que:

«Articulo 4. Colaboracién Piblico-Privada.

1. De acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones, y con el objetivo de atraer financiacién privada a la ejecucién del Plan, por las Administra-
ciones competentes para su implantacién y gestién se procurard en la mayor medida posible actuar
mediante entidades colaboradoras, o mediante otras formas de colaboracién piblico-privada.

2. En los programas de rehabilitacién edificatoria y de regeneracién y renovacién urbanas,
se valorarén especialmente aquellas actuaciones en las que la participacién del sector empresarial,
con fondos propios, garantice su mayor viabilidad econémica. Los mecanismos mediante los que
podrén asociarse las Administraciones publicas y las personas fisicas o juridicas privadas para la
articulacién de su cooperacién en estos dmbitos serdn los contemplados, especificamente, en el
Capitulo VII de este Real Decreto».
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dinamizaran la misma (69). ROGER considera que en entre la «caja de instrumen-
tos» juridico-urbanisticos existente para varias el modelo expansionista urbano
tradicional en Espafa se sitda la «ejecucién substitutoria» (art. 110.5 LS, 19.1
Real Decreto-ley 8/2011 ahora, en conexién con los arts. 31 y 32 LS) por
parte de empresas privadas de propietarios incumplidores de sus deberes de
conservacién (elegidas mediante procedimientos administrativos con publicidad
y concurrencia). Algunas legislaciones autonémicas han regulado la figura del
agente edificador o rehabilitador (por ejemplo Ley de urbanismo de Aragén de

2009, arts. 255.2 'y 221 a 228).

Por lo que se refiere a la generacién de mds vivienda asequible en general,
también se sitGan en esta linea de colaboracién piblico privada el interés por la
figura de la propiedad compartida, como figura incluida dentro de las llamadas
tenencias intermedias (junto con la propiedad temporal), ya prevista en el art.
71 de la ley del derecho a la vivienda de Catalufia, modificado ahora, y que
no es ofra cosa que la puesta en juego de la regulacién histéricamente existente
de las comunidades de bienes (art. 392 y ss Cédigo Civil).

Dicho esto, en términos generales, queremos, para acabar, avanzar una
paso mds y ofrecer algunas sugerencias técnicas sobre como articular las politicas
pUblicas regulatorias y de colaboracién poblico-privada para generar vivienda
asequible estable y avanzar en la buena administracién del servicio piblico de
vivienda.

Con respecto al dmbito regulatorio, la utilizacién del planeamiento urbanis-
tico tiene que permitir obtener suelo y techo edificable para viviendas asequibles,
bien sean de proteccién oficial, bien sean dotacionales, en el marco de las
operaciones de regeneracién, como ya se dijo.

En el primer caso, la legislacién puede dar cobertura normativa para que
el planeamiento urbanistico establezca una proporcién de suelo edificable para
vivienda de proteccién oficial en operaciones urbanas en suelo consolidado (ast,
art. 17.3 de la ley catalana del derecho a la vivienda). En este caso, la limita-
cién de la discrecionalidad municipal en razén de intereses supralocales (como
disponer de vivienda asequible suficiente y no segregado), la potenciacién del
régimen de tenencia temporal de los usuarios del viviendas (por ejemplo, alqui-
ler), el mantenimiento estable de la calificacién de la vivienda como protegida
en vinculacién al servicio de interés general de vivienda y de los varios usuarios

(69) Asi, GONZALEZ-VARAS, S. (coord.) , El Agente Rehabilitador. Notas sobre gestién en Suelo
Urbano Consolidado, Thomson-Aranzadi, 2005. Véase art. 6 a Ley estatal de suelo vigente. Téngase
en cuenta el art. 11 del proyecto de ley de economia sostenible;

«En los supuestos en que se den las condiciones necesarias al efecto, para edificios concretos
y también mediante convenio, puede establecerse la ejecucién privada de la rehabilitacién por
empresas que, individualmente o agrupadas y sustituyendo a la propiedad del inmueble, asuman
la realizacién a su costa de la totalidad de las obras a cambio de la cesién de parte determinada
del edificio rehabilitado.»
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presentes y futuros que la utilicen y el enfoque de las adjudicaciones en quienes
realmente tenga una necesidad de vivienda asequible, son elementos cruciales
de una adecuada politica piblica (70).

En el segundo caso, la legislacién también también puede dar cobertura
a las precisas reservas de suelo con este objeto [por ejemplo, art. 18 de la
ley catalana del derecho a la vivienda, modificado en 2011 para reducir la
obligacién a sélo ciertos municipios (71), los obligados a reservar suelo para
vivienda asequible, que también han sido reducidos (72)].

La potenciacién mediante la regulacién de los planes de urbanismo —deli-
mitando el derecho de propiedad en razén de la funcién social de la propiedad
al servicio del derecho a la vivienda— de las reservas de vivienda asequible
en conexién con la renovacién urbana, a la que ahora aluden varias normas
estatales como hemos visto , tendria que permitir ir incrementando un parque
estable de vivienda asequible vinculada al servicio de vivienda y a los usuarios
del mismo. El ya mencionado Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre,

(70) Desgraciadamente, la regulacién existente en Cataluiia en la actualidad no parece
avanzar en la direccidn propuesta, al haberse modificado la ley de vivienda de Catalufia a finales
de 2011 (mediante ley 9/2011, de 29 de diciembre, de promocién de la actividad econémica) para
retirar las limitaciones municipales, potenciar la compra de viviendas, tender a reducir la calificacién
como vivienda de proteccién oficial y pretender permitir la compra de una vivienda cuando ya se
disfruta de una protegida.

(71)  «los municipios que estdn obligados segin la legislacién urbanistica a hacer reservas
para la construccién de viviendas de proteccién piblica también deben calificar terrenos y prever
reservas destinadas al sistema urbanistico de viviendas dotacionales piblicas que establece dicha
legislacién, para satisfacer los requerimientos temporales de colectivos de personas con necesidades
de acogida, de asistencia residencial o de emancipacién que resulten de la memoria social».

(72) Art. 57.3 de la ley de urbanismo de Catalufia:

«Los planes de ordenacién urbanistica municipal y sus modificaciones y revisiones han de
reservar para la construccién de viviendas de proteccién piblica suelo suficiente para el cumplimiento
de los objetivos definidos en la memoria social y, como minimo, el suelo correspondiente al 30%
del techo que se califique para el uso residencial de nueva implantacién, tanto en suelo urbano
no consolidado como en suelo urbanizable, un 20% del cual, como minimo, ha de destinarse a
viviendas de proteccién oficial de régimen general, de régimen especial, o de ambos regimenes, o
los regimenes que determine como equivalentes la normativa en materia de vivienda, destinados a
la venta, al alquiler o a ofras formas de cesién de uso. Quedan exentos de esta obligacién minima
los planes de ordenacién urbanistica municipal siguientes, salvo que el planeamiento territorial o
director urbanistico defermine otra cosa:

a. Los de los municipios que, por su escasa complejidad urbanistica, solo distinguen entre suelo
urbano y suelo no urbanizable.

b. Los de los municipios de menos de cinco mil habitantes, que no son capitales de comarca
y que cumplen los siguientes requisitos:

o Primero. Si en los dos afios anteriores a la aprobacién inicial del plan, la dindmica de otor-

gamiento de licencias ha sido inferior a cinco viviendas por cada mil habitantes y afio.

o Segundo. Si el plan no permite mds de doscientas viviendas de nueva implantacién para

el conjunto de los dmbitos de actuacién urbanistica en suelo urbano no consolidado y en
suelo urbanizable a que se refiere el apartado 4».
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da un timido paso en esa direccién, al sefialar en su Disposicién Adicional
Primera que:

«Se encomienda al Gobierno que promueva con el sector financiero la constitucién
de un fondo social de viviendas propiedad de las entidades de crédito, destina-
das a ofrecer cobertura a aquellas personas que hayan sido desalojadas de su
vivienda habitual por el impago de un préstamo hipotecario, cuando concurran
en ellas las circunstancias previstas en el articulo 1 del presente real decreto-ley.
Este fondo social de viviendas tendrd como objetivo facilitar el acceso de estas
personas a contratos de arrendamiento con rentas asumibles en funcién de los
ingresos que perciban».

Este precepto presenta diversas cuestiones que ahora sélo podemos apuntar.
En primer lugar, la cobertura competencial del Estado para dictarlo: la Disposicién
Adicional Primera del real decreto-ley cita los apartados 6, 8, 11 13 y 14 del
art. 149.1 CE como cobertura. Dudamos que alguno de estos preceptos oforgue
competencia al Estado para adoptar tal decisién y politica publica. Se echa en
falta, de nuevo, como dijimos, un uso del apartado 1 del art. 149 CE, que, en
todo caso, sélo cubriria la regulacién de las condiciones bdsicas para garanti-
zar el derecho a la vivienda de tales colectivos, no la gestién de la politica. En
segundo lugar, tal fondo social seria «de propiedad de las entidades de crédito» y
el Estado «promoveria» su constitucién. 3Y que ocurre con la Sociedad de Gestién
de Activos Procedentes de la Reestructuracién Bancaria, S. A., (mds conocido por
su acrénimo, Sareb, y por su nombre informal de «banco malo», configurada en
el Real Decretoley 24/2012 de reestructuracién y resolucién de entidades de
crédito)? sdebe ésta constituir un porcentaje de viviendas para el fondo social?

Ahora bien, obtenidas las reservas para vivienda asequible, en su caso, hay
que construir y gestionar éstas. En el primer caso expuesto, viviendas de protec-
cién oficial, la construccién corresponderd al promotor privado y la gestién es
asumible por la Administracién, bien sea directa o indirectamente. En el segundo
caso, viviendas dotacionales, es cuando tiene especial sentido la colaboracién
pUblico-privada, ensayada ya en relacién con ofras dotaciones vinculadas a
servicios publicos (carreteras, hospitales, etc) pero no todavia en Espafia en
relacién a vivienda asequible (73). En esta linea, parece que la utilizacién de

(73) Véase el trabajo de PONCE, J. «las viviendas dotacionales piblicas en Catalufia. La
normativa de vivienda», presentado en la jornada organizada por la Diputacién de Barcelona el 27
de enero de 2009 (http://www.diba.cat/cjs/jornada.asp2id=248 ) sobre viviendas dotacionales (el
texto completo es consultable, en cataldn, en: http://www.urcosos.net/articulos/j30septembre09/
els%20viviendas%20dotacionals%20publics%20a%20Catalufia.pdf).

Con respecto al contrato de colaboracién entre el sector piblico y el sector privado (arte.
11), la previsién de I'art. 11.2 («Sélo podrén celebrarse contratos de colaboracién entre el sector
publico y el sector privado cuando previamente se haya puesto de manifiesto, en la forma prevista
en el articulo 134, que ofras férmulas alternativas de contratacién no permiten la satisfaccién de las
finalidades publicas») y la existencia de las otras formulas explicadas hacen de dificil aplicacién
este contrato.
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los contratos administrativos de concesién de obra piblica y de derecho de
superficie (perfectamente posible sobre bienes demaniales, a tenor, por ejemplo,
del art. 18 de la ley del derecho a la vivienda de Catalufia), previstos ahora en
el Real decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Piblico podrian articular
perfectamente esta colaboracién (74). En la elaboracién de estos contratos, habré
que estar atento a la distribucién adecuada de riesgos entre la administracién y
el privado (para evitar la consideracién de la inversién a efectos del sistema de
cémputo del déficit piblico establecido por el sistema de contabilidad europeo
SEC95 (75) ) y a que la operacién en términos econémicos permita un project
finance que posibilite al privado obtener la rentabilidad necesaria para obtener
necesario apoyo financiero, a lo que puede ayudar lo que ROGER denomina
las «superficies superpuestas» o complejos inmobiliarios, esto es, aprovechar
la posibilidad de coexistencia de usos piblicos con otros usos o construcciones
de dominio privado, bajo o sobre rasante, que generen producto lucrativo que
atraiga al capital privado (76) .

(74) El primero, en los arts. 7 y concordantes, como contrato administrativo tipico (ver un ejem-
plo en el Pliego de Clausulas Administrativas particulares del contrato de concesién de obra piblica
para la construccién y posterior explotacién de un edificio de 60 viviendas dotacionales en el municipio
cataldn de Viladecans, consultable en: http://www.viladecans.cat/plantilles/licitacio/_btmjmzn3512-
zk1mkskzysaix2dhlkyffkr520rg3b8ihnmrufatrea ); el segundo, como contrato administrativo atipico,
previsto en I"art. 19.1, letra b (ver un ejemplo concreto en el pliego de cldusulas administrativas para
la adjudicacién de la constitucién de derechos de superficie sobre fincas de titularidad pdblica, como
base para la subsiguiente construccién, gestién y explotacién de viviendas dotacionales piblicas, en
los términos municipales catalanes de Prats de Lluganés y Sant Hipodlit de Voltrega, consultable en:
http://www.ccosona.net/admin/uploads/htmlarea/plec_habtatges_pr_st.pdf )

(75) El Eurostat (oficina estadistica de la Comisién Europea) ha ido delimitando los supuestos
en que una determinada operacién computa o no a efectos del déficit piblico de acuerdo con los
criterios de contabilidad poblica recogidos en el Sistema de Cuentas Nacionales y Regionales de
la Comunidad Europea (Reglamento CE 2223/96 del Consejo, de 25 de junio de 1996, conocido
como SEC-95). Téngase en cuenta el Manual SEC-95 sobre el déficit piblico y la deuda piblica
(edicién de 2002) elaborado por Eurostat.

(76) La cesién de la gestién de locales comerciales o del subsuelo (por ejemplo, aparca-
mientos) puede ser de interés para que le salgan los nimeros al contratista privado. En este ambito,
se pueden tener en cuenta en Catalufia el art. 39 LUC, en general, y més especificamente el art.
34 RLUC referido al subsuelo en el caso de sistemas urbanisticos de titularidad publica. Este dltimo
precepto sefiala que el planeamiento puede prever que el subsuelo de los sistemas de fitularidad
poblica se destine a usos diferentes de los atribuidos al suelo, siempre que sean compatibles con la
funcionalidad del sistema. Establece ademés que en suelo urbano, en dmbitos incluidos en poligonos
de actuacién o planes de mejora urbana, el planeamiento puede decidir que el subsuelo del suelo
que se destine a sistemas de titularidad publica sea susceptible de aprovechamiento de titularidad
privada (destinado a uso de aparcamiento, de almacén, a usos propios de los equipamientos o a
otros usos admitidos por el planeamiento al subsuelo) siempre que sea necesario para «garantizar el
equilibrio de beneficios y cargas derivado de la cesién gratuita del suelo destinado a nuevos sistemas
de titularidad pUblica». Estas previsiones pueden facilitar el proceso de generacién de las viviendas
dotacionales y la articulacién de colaboraciones piblico-privado para su construccién y gestion.
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En fin, hay, pues que potenciar la colaboracién publico privada en el dmbito
del servicio de interés general de la vivienda, mediante figuras como la propie-
dad compartida y la construccién y gestion de parques de viviendas asequibles
mediante contratos administrativos celebrados entre Administraciones y privados
que permitan a aquellas realizar inversiones sin que computen como déficit
pUblico, atraer capital y know how privado y relanzar el sector inmobiliario,
especialmente en operaciones de regeneracién y que posibiliten a los privados
obtener rentabilidad de la operacién mediante financiacién del proyecto.

V. ALGUNAS REFLEXIONES FINALES

A lo largo de este trabajo hemos visto como el Derecho (obijetivo) es rele-
vante para la regeneracién urbana y ésta es relevante para la efectividad de
diversos derechos subjetivos, incluyendo, pero no Gnicamente, al derecho de
propiedad.

Hemos repasado brevemente los niveles con capacidad de incidir en la
regulacién y/o gestién de la regeneracién urbana, enfatizando la necesidad
de considerar el concepto de gobernanza urbana, pero sin diluir en ésta las
responsabilidades pdblicas ineludibles y enlazdndola, por lo que a los actores
pUblicos se refiere, con el principio constitucional de lealtad institucional y los
principios de cooperacién, colaboracién y coordinacién.

Al hilo del anterior andlisis, hemos expuesto y considerado algunas t#écnicas-
juridicas de corte moderno y su relacién con la regeneracién urbana y también
hemos prestado atencién a la Ley de Economia sostenible y otras normas estatales
y autonédmicas. Hemos efectuado reflexiones sobre el art. 149.1.1 CE y la defec-
tuosa regulacién de los derechos de realojamiento y retorno y su impacto sobre la
segregacién urbana y la gentrificacién en los procesos de regeneracién urbana.

Asimismo, hemos intentado argumentar cémo el Derecho a nivel internacio-
nal e incluso espafiol parece estar en fase de reconocimiento de la expresién
territorial de diversos derechos, que se hace efectivos (o se vulneran) en la ciudad.
En este sentido, sin &nimo de exhaustividad, hemos hecho algunas referencias al
derecho a la vivienda, al derecho a la igualdad, con su corolario de la mezcla
social en las d&reas urbanas sometidas a regeneracién, del derecho a la educacién
no segregada (apuntando las conexiones entre alojamiento y escuela), al papel
de los equipamientos religiosos en relacién con el art. 16 de la Constitucién y
hemos aludido, finalmente, a la seguridad urbana y a su papel en la regeneracién
urbana, asi como a alguna técnica concreta para potenciarla.

Por dltimo, hemos sostenido la necesidad de la colaboracién publico privada

para generar vivienda asequible en las operaciones de regeneracién urbana y
hacer realidad el derecho a la ciudad, sugiriendo algunas técnicas a tal fin.

Terminaremos ahora este documento con algunas preguntas finales para
intentar ayudar a incitar el debate y la discusién (pluridisciplinar):
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a) zEstén nuestras organizaciones piblicas disefiadas para afrontar una
visién sistémica de la ciudad, de las politicas piblicas urbanas y de los
derechos implicados?

b) sTenemos suficientes «puestos de observacién» de la realidad urbana e
indicadores para percibir la evolucién de las dreas urbanas y el estado
de efectividad de los derechos? spodemos detectar, y actuar por tanto,
sobre dreas todavia no degradadas pero en fase de transicién? 3Eva-
luamos ex post los procesos de regeneracién urbana emprendidos y su
impacto sobre los derechos?

c) zSon nuestros gestores pdblicos conscientes del entramado de derechos
implicados en la regeneracién?

d) 3Se entiende de forma generalizada desde la gestidn piblica la extraordi-
naria relevancia, para la entera ciudad, de garantizar suficiente vivienda
asequible y mezcla social en las operaciones de regeneracién?

e) zTenemos el suficiente know how y recursos para afrontar todos los retos
a la vez?

f) sla iniciativa privada encontrard atractiva la implicacién en la regene-
racién urbana para la creacién de vivienda asequible?

g) 2Qué ocurrird si no lo hacemos o lo hacemos mal?2
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